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OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO

La impugnación del fallo de tutela proferido el 23 de junio de 2010, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca
, mediante el cual concedió el amparo constitucional de tutela como mecanismo transitorio al señor JUAN CARLOS ABADÍA CAMPO, por la vulneración al derecho fundamental del debido proceso y ordenó, en consecuencia, suspender los efectos jurídicos de los fallos disciplinarios emitidos el 5 y 25 de mayo de 2010 por la Procuraduría Delegada para la Vigilancia Preventiva de la Función Pública y Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación, respectivamente.

Así mismo tendrá que pronunciarse la Colegiatura en punto a temas como el recurso de queja y la petición especial de suspensión del fallo de tutela de primera instancia, puestos en consideración por la entidad accionada.
HECHOS Y ANTECEDENTES PROCESALES
Hechos. El propio actor promovió en su nombre acción de tutela contra la Procuraduría General de la Nación, con fundamento en los hechos sintetizados en la sentencia de primera instancia
, los cuales, en esencia, consisten en que formulados los correspondientes cargos, el 28 de abril de 2010, se le impuso sanción disciplinaria por la falta prevista en el artículo 48 numeral 39 de la Ley 734 de 2002, según el artículo 175 del Código Disciplinario Único.

Sinópticamente graficado el factum del asunto, la cuestión radica en que, por la vía de una instrumentación disciplinaria de doble instancia, al Gobernador del Valle del Cauca, se le impuso destitución del cargo e inhabilitación para ejercer cargos y funciones públicas por el término de 10 años, según fallo de la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación, del 25 de mayo de 2010, por su participación en política, con ocasión de “una reunión llevada a cabo el 20 de febrero de 2010 entre él y 21 alcaldes del Departamento del Valle del Cauca en un establecimiento de comercio ubicado en el municipio de Palmira, a la que llegó el precandidato presidencial Andrés Felipe Arias Leyva...”
.
Con base en los anteriores hechos, invoca la procedencia de la tutela, basado en la existencia de un perjuicio irremediable, como quiera que si fue elegido popularmente para el período 2008 – 2011, de hacerse efectiva la sanción, el Presidente de la República tendría 10 días para designar el reemplazo, caso en el cual, aparte de impedírsele el ejercicio del poder, estaría también impedido para desarrollar la actividad política. 

Consideró, por consiguiente, que el peligro es grave, cierto e inminente en la medida en que lesiona sus derechos fundamentales a elegir y ser elegido y desempeñar cargos públicos, cruciales, dice, para quien busca desarrollar una carrera política, circunstancia por la que se hace urgente la intervención extraordinaria a fin de mitigar o prevenir un resultado lesivo si se atiende a que el Presidente de la República, dispone de apenas 10 días para hacer efectiva la sanción, por cuanto faltan más de 18 meses para el vencimiento del período constitucional respecto del cual resultó elegido.

De cara a ese panorama, asume el accionante que no podría esperar decisiones de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, en razón de los términos propios de las acciones de nulidad y reparación directa, y por eso debe concederse el amparo excepcional  como mecanismo transitorio.

En punto a la violación del derecho fundamental al debido proceso que dice se configuró con las decisiones disciplinarias ahora cuestionadas, plantea lo siguiente:

1. Por desconocimiento de las formas propias del juicio disciplinario. En torno a este aspecto sostuvo que si bien el proceso disciplinario comenzó con sujeción al trámite ordinario, sobrevino su adecuación a la modalidad verbal conforme al artículo 175 de la Ley 734 de 2002, en virtud de que -con valoración anticipada de la prueba- asumió la conducta atribuida como transgresión gravísima.

El fallo, por lo demás, no fue dictado dentro de los dos días previstos por la normatividad. Se produjo, sí,  al reanudar la audiencia y el acto notificatorio fue surtido en el estrado y en seguida interpuso el recurso de apelación que la Procuraduría  concedió, pero sin indicar el efecto bajo el cual debía tramitarse.

2. Desconocimiento del principio de imparcialidad como garantía del juicio. Lo basa en que mucho antes de conocer el fallo de primera instancia, ya había circulado en los medios de comunicación, e  incluso destaca cómo la misma funcionaria de la Procuraduría dijo haber proferido la decisión, cuando aún estaba terminando de elaborar la ponencia, cosa que, en suma, desde el punto de vista del accionante, contraría la transparencia del proceso.

3. Vulneración al principio de investigación integral o de imparcialidad. En cuanto concierne a este punto, critica el que se le asumiera como acto confesorio, o declaración rendida bajo la gravedad del juramento, la versión por él suministrada durante el trámite disciplinario, tanto en la parte ordinaria como en la verbal de la actuación, con consecuencias a tal punto adversas, que fue de ella que se le dedujo la existencia misma de la falta disciplinaria. 
4. Indebida adecuación típica de la falta disciplinaria -vulneración al principio de legalidad. Se le formuló cargos por el artículo 48 numeral 39 del Código Disciplinario Único, con base en una disposición abierta, en donde el ente de control se arrogó la facultad legislativa de definir las conductas que la configuran. Finalmente, por la vía de una interpretación extensiva para resolver su caso, el Procurador recurrió a un instructivo emitido después del 20 de febrero de 2010 e incluso del fallo de primera instancia proferido el  5 de mayo el mismo año, para así juzgar en forma retroactiva su comportamiento.

5. Desconocimiento del principio de ilicitud sustancial previsto en el artículo 5º del Código Disciplinario Único.  La carencia de análisis en relación con lo que denomina como antijuridicidad material de la conducta, no le permitió al sancionador establecer que finalmente el deber funcional no fue afectado y que, menos con su actuación, comprometió la buena marcha de la administración.

6. Indebida valoración probatoria e inversión de la carga de la prueba.  Sin prueba suficiente para llegar a la certeza de la conducta imputada, la cual considera que no existió, reclama la aplicación del in dubio pro disciplinado, tanto más si la Procuraduría, tras descartar sus pruebas, lo declaró responsable apoyando el juicio de responsabilidad en la sola versión por él rendida y sin atender al principio de la duda en su favor.  
7. Suposición del dolo en la conducta y aplicación de la proscrita responsabilidad objetiva. Pese a que los declarantes reivindicaron la convicción de obrar conforme a derecho, al igual que él mismo, fue sin embargo sancionado a título de culpabilidad dolosa, con desconocimiento además de la causal de exclusión de responsabilidad prevista en el numeral 6 del artículo 28 de la Ley 734 de 2002.

Pretensiones
. Con fundamento en los anteriores hechos, solicitó el amparo de los derechos fundamentales al “debido proceso y a participar en la conformación, ejercicio y control del poder político, así como los principios constitucionales y legales que les dan alcance, entre otros, el de “buena fe” e “in dubio pro disciplinado””, vulnerados por la Procuraduría General de la Nación”, con los fallos disciplinarios del 5 y 25 de mayo de 2010.

Adicionalmente a su pretensión central, demandó la suspensión provisional de los efectos jurídicos de los mismos durante todo el trámite de la acción de tutela, hasta tanto la jurisdicción de lo contencioso administrativo resolviese la acción de nulidad que interpondrá. Por eso pide ordenarle a la Procuraduría que se abstenga de librar cualquier orden encaminada a hacer cumplir los fallos disciplinarios atrás referenciados. 
Reclama, pues, de acuerdo con los artículos 7º y 8º del Decreto 2591 de 1991, el cese provisorio de los fallos disciplinarios atacados, en tanto que la gravedad,  impostergabilidad, inminencia y urgencia estructuran un perjuicio irremediable en la medida en que la destitución y la inhabilidad le implican la terminación de la calidad de Gobernador del Valle del Cauca.

Como anexos a la demanda de tutela, incorpora copias de las decisiones proferidas por la Procuraduría General de la Nación
,  que finalmente condujeron al fallo de segunda instancia,  emitido por la Sala Disciplinaria de ese mismo organismo de control disciplinario.

Admisión. Una vez  planteada formalmente la tutela, mediante auto de trámite o de simple impulso, el 10 de junio del corriente año, la Magistrada Ponente  -no la Sala de decisión- admitió la demanda y ordenó como medida provisional, la suspensión de la ejecución de las decisiones disciplinarias proferidas por la Procuraduría General de la Nación, que culminaron con la Sanción de destitución e inhabilidad para ejercer funciones públicas por el término de 10 años, al Gobernador del Valle del Cauca, señor Juan Carlos Abadía Campo.

La base primordial y única de la decisión, se circunscribió al hecho de que  “se presenta una situación de urgencia en cuanto se dispone a penas (sic) de un término de diez (10) días para la designación por parte del señor Presidente de la República de quien entraría a ocupar el cargo y ello afectaría eventualmente el cumplimiento de la decisión que se tome en esta acción constitucional”
. 
Contra ella interpuso el apoderado judicial de la Procuraduría General de la Nación, los recursos de reposición y en subsidio  apelación, en virtud de que, por tratarse la acción de tutela, de un instrumento residual y subsidiario, en el caso del Gobernador deviene improcedente. De ahí que complementariamente demandara la continuidad de la ejecución de los actos cuestionados en sede de tutela
, no sin antes reprocharle a la providencia recurrida, la falta de motivación respecto de una pretendida situación de urgencia que no existe, así la alegue el accionante y la acepte la Magistrada de primera instancia.   
Planteada en esos términos la situación, los recursos interpuestos en esa forma, fueron rechazados unilateralmente por la misma Magistrada, el 15 de junio de 2010
, mediante un pronunciamiento, no de sala, sino de ponente, en el que al propio tiempo decretó la práctica de inspección judicial al expediente disciplinario.

En vista de que la funcionaria de primera instancia no se pronunció en torno a la  petición especial de continuidad de la ejecución de las decisiones disciplinarias
, la Procuraduría elevó de nuevo la solicitud correspondiente, también despachada en forma adversa el 16 de junio, en consideración a que  “La urgencia y la necesidad de suspender los actos administrativos que alega el demandante le vulneran sus derechos, radica precisamente en el hecho de tratarse del ejercicio de un cargo cuyo período se encuentra regulado por la constitución y al cual accedió por elección popular,  lo que implica que si conforme a lo que el mismo solicitante argumenta, al adoptarse la decisión de fondo ha sido desplazado por una nueva elección popular y se han generado derechos ciertos de la misma categoría para un tercero, lo que como se ha dejado consignado desde la providencia que avocó la tutela, impediría el cumplimiento de una eventual decisión”.
Intervenciones. Al trámite de tutela concurrió el apoderado judicial de la Presidencia de la República, pero básicamente para subrayar la innecesaria vinculación de esa entidad, pues aparte de que la demanda no menciona a la Presidencia de la República como autoridad accionada, no le compete intervenir en los procesos disciplinarios de la Procuraduría General de la Nación.

No fue sin embargo óbice el expreso reconocimiento de la falta de legitimidad por pasiva  -como a dicha situación se le denomina dentro de la racionalidad del procesamiento civil- para que la Presidencia de la República, sostuviera que “la medida provisional adoptada en el auto admisorio de la acción de tutela, carece en absoluto de motivación y de fundamento jurídico, y burla la función disciplinaria, agraviando el ordenamiento legal vigente y la oralidad pública, en razón de no existir una situación de urgencia que impida la gobernabilidad del Departamento del Valle del Cauca, dado que el Gobierno Nacional designó, mediante Decreto 2061 del 8 de junio de 2010, un Gobernador encargado, y porque con las decisiones de la procuraduría no se causa al disciplinado un perjuicio irremediable en razón a que cuenta con el medio de defensa judicial ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo y con la posibilidad de solicitar la medida de suspensión provisional ante la autoridad, única con capacidad de suspender o anular actos administrativos”
. 

En cuanto por otra parte se refiere a la contestación oficial o formal del líbelo demandatorio, el representante judicial de la entidad accionada, solicitó la declaratoria de improcedencia, tras puntualizar que los “fundamentos fácticos planteados no conducen a ninguna conclusión favorable a las pretensiones planteadas…”
  y por eso manifiesta su  total oposición.

En defensa de las decisiones disciplinarias cuestionadas por vía de tutela, reiteró la necesidad de continuar su ejecución, pues aparte de que ninguna sustentación expuso la Magistrada para suspenderla, no existe la tan alegada urgencia. De ahí que para quien ahora enfrenta la demanda, ninguna consideración tenga con el orden jurídico, el acto decisorio de  la Honorable Magistrada, “quien al parecer ni siquiera conoce el expediente pues no de otra forma se explica que haya decidido practicar una inspección judicial sobre el mismo, para adoptar una medida que desconoce el marco de competencias constitucionales y legales que fueron atribuidas a este órgano de control en ejercicio de la potestad disciplinaria y que las ejerció con plena garantía de los derechos fundamentales que le asistían al disciplinado…”

En esas condiciones, “la pretendida urgencia no es más que una dilación injustificada de la decisión sancionatoria que pone en riesgo el derecho fundamental de la ciudadanía y comunidad del Valle del Cauca a elegir un nuevo gobernante tras la imposición de la más drástica de las sanciones que contempla la Ley 734 de 2002”.
La contestación de la demanda, en consecuencia, destaca la improcedencia de la acción de tutela por desconocimiento del principio de subsidiariedad y ausencia de violación de derechos fundamentales por parte de la Procuraduría General de la Nación, al interior del proceso disciplinario adelantado contra el señor JUAN CARLOS ABADÍA CAMPO, en tanto así lo avala la reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional  sobre el tema, frente a la cual es irrefutable  que la acción extraordinaria no procede cuando existen otros medios de defensa judicial al alcance del demandante y no concurre un perjuicio irremediable que la haga viable  como mecanismo transitorio.
En términos, pues, de la Procuraduría,  “La aplicación inminente de una sanción disciplinaria, cuya decisión está acaparada por la presunción de legalidad y por la presunción de acierto en nuestro ordenamiento jurídico, que haya respetado los derechos fundamentales, sin especificar su sustento, ni la norma que los sustenta, ni la forma como se produce, deben conducir al fallador a negar por improcedente la acción instaurada”, máxime cuando “no hay soporte legal para asumir la decisión de considerar procedente la tutela, ni menos aún de cesar en sus efectos la decisión de la Procuraduría, sin razón válida”.

No considera la Procuraduría que el hecho de iniciar el proceso por la vía ordinaria y luego concluirlo bajo la ritualidad verbal, entrañe vulneración alguna al debido proceso, ni tampoco por la circunstancia de no surtirse la totalidad de las diligencias anunciadas en audiencia pública al tenor del artículo 181 de la Ley 734 de 2002. Además, la circunstancia de que exista una posible inconsistencia o error en la fecha de la providencia que abrió la investigación disciplinaria (marzo 10 de 2010), no tiene trascendencia, toda vez que la actuación subsiguiente a la decisión cuestionada es de marzo 15 de igual año, es decir, se trata de actuación inmediatamente posterior a la fecha de dicha providencia y no por ello se puede predicar incidencia alguna en el debido proceso.

Sostuvo entonces en torno al tema del proceso ordinario y verbal que “En tal sentido, si ya se había concluido la práctica de las pruebas y diligencias ordenadas con auto de apertura de investigación disciplinaria, lo lógico y procedente era formular cargos al implicado y citarlo además a la audiencia que precisa la norma, dentro del término “improrrogable de dos (2) días”, tal y como en efecto lo ordenó la providencia de abril 19 de 2010”.

Dijo no existir violación del debido proceso por ausencia de imparcialidad y por el hecho de haber publicado el texto de la decisión sancionatoria de 1ª instancia, pues “si existió algún tipo de divulgación en oportunidad  anterior a la oportunidad en la cual se surtió la audiencia para el fallo, esta se realizó el mismo día en el cual el apoderado del implicado ahora accionante conoció el texto del fallo e inmediatamente interpuso el recurso de apelación receptivo…; de manera que tampoco existiría trascendencia frente a la situación expuesta, respecto del derecho al debido proceso que le asiste al implicado en la actuación disciplinaria…”.

Refutó así mismo la alegada violación al debido proceso por ausencia de investigación integral e imparcialidad, menos por indebida valoración probatoria e inversión de la carga de la prueba, pues se cumplió a cabalidad con lo dispuesto en el artículo 142 de la Ley 734 de 2002, en tanto el fallo se soportó en pruebas que conducen a la certeza sobre la existencia de la falta y de la responsabilidad del implicado –tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad-, para ello entró a relacionar y explicar las pruebas tenidas en cuenta en el plenario.

Frente al principio de ilicitud sustancial, también adujo la falta de argumentos del actor para demostrar esa afirmación, pues “Si en desarrollo de una reunión de tal trascendencia, se permite la actividad de determinado precandidato a la Presidencia  de la República, con una finalidad igualmente tendiente a verificar problemática y establecer probables soluciones atendiendo la experiencia en los temas, especialmente presupuestales por los embargos de cuotas pensionales y demás que se mención (sic) en la providencia cuya inejecución se reclama, es obvio que se derrumba la misión institucional y se pone en riesgo el tema de la transparencia en la gestión administrativa. Con tal finalidad se estima, que no solamente se transgredió formalmente el artículo 48 numeral 39 de la Ley 734 de 2002, sino que por el hecho de realizarse la actividad en nombre de la Gobernación Departamental, se afecta el marco funcional que le asiste atender a tal entidad territorial al igual que la misión funcional que les asiste a las Administraciones Municipales”.

Tampoco le da valor al argumento de existir causal de exclusión de responsabilidad por error invencible, pues no es cierto que no se haya superado una duda razonable a favor del implicado ahora demandante, en tanto “La circunstancia de haber permitido la presencia del ex ministro ARIAS en la reunión de más de 20 alcaldes municipales el 20 de febrero de 2010, a sabiendas de su condición de precandidato presidencial a las elecciones que se debían realizar el 14 de marzo de 2010, no se puede trivializar, conforme se afirma en la demanda, toda vez que se realiza la convocatoria directamente por el implicado y con la finalidad casi exclusiva de que los asistentes pueden expresarse ante el señor ARIAS y escuchar las propuestas del precandidato.  Es imposible dentro de las circunstancias descritas, afirmar la existencia de un error, no solo por la proximidad entre las fechas de reunión y la fecha de elecciones (menos de un mes), sino también por cuanto el argumento esbozado de que simplemente se trató de informar acerca de situaciones administrativas de las localidades convocadas (superior a 20 alcaldes municipales), a más de no resultar creíbles por las circunstancias con base en las cuales se llevó a efecto la convocatoria directamente y a través de su Secretario Privado por determinación del mismo gobernador, sino por su contenido descrito directamente por el señor ARIAS”.

Finalmente insistió en el desconocimiento de las reglas generales de improcedencia de la tutela, para lo cual hace referencia a la línea jurisprudencial trazada por la Corte Constitucional sobre el tema.

Con memorial del 17 de junio de este mismo año, el apoderado de la entidad accionada presentó recurso de reposición y en subsidio el de queja contra el auto del 15 de junio y su complementario del día siguiente, por medio de los cuales negó la reposición y subsidiario el de apelación que ordenó suspender la ejecución de las decisiones disciplinarias
.
Con auto del 18 de junio de 2010
, la Magistrada instructora, decidió no reponer la decisión de rechazo de los recursos y ordenó la expedición de copias para dar trámite al recurso de queja.

El Director Jurídico del Ministerio de Justicia, allegó escrito para informar sobre el cumplimiento de la orden dada en los fallos disciplinarios, tal como le compete al Presidente de la República, según el artículo 172 de la Ley 734 de 2002
.
Decisión de primera instancia. Con sentencia del 23 de junio de este año, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca, concedió el amparo constitucional de tutela como mecanismo transitorio al señor JUAN CARLOS ABADÍA CAMPO, por la vulneración al derecho fundamental del debido proceso y ordenó en consecuencia suspender los efectos jurídicos de los fallos disciplinarios emitidos el 5 y 25 de mayo de 2010 por la Procuraduría Delegada para la Vigilancia Preventiva de la Función Pública y Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación, respectivamente.

Decisión que tuvo como argumentos, entre otros, el juicio de procedibilidad, el cual hizo consistir en que la sanción no sólo “acarrea consecuencias meramente económicas sino que además le resta la posibilidad de concluir el período constitucional señalado para el cargo para el cual fue electo, pues faltan 19 meses para el vencimiento del mismo y además el Presidente de la República debe dar cumplimiento al artículo 172 de la Ley 734 de 2002, en un plazo de 10 días”, por lo tanto, procede como mecanismo transitorio, por cuanto el actor no puede ejercer el cargo de Gobernador del Valle del Cauca, razón por la cual el transcurso de tiempo “configura una afectación grave de su derecho fundamental al ejercicio de un cargo público”.
Además, sostuvo el Seccional de instancia, que el término de 10 días que tiene el Presidente de la República para designar el nuevo Gobernador, torna en inminente la imposibilidad de retomar su ejercicio en caso de determinarse la vulneración de sus derechos fundamentales. Incluso, dice, la sanción impuesta conlleva la existencia de otro perjuicio, como es el no poder ejercer cargos y funciones públicas durante 10 años, sin dejar de lado la inminente convocatoria a nuevas elecciones.

Para decidir de fondo el asunto planteado, previa vía libre que dio al tener por establecido el requisito de procedibilidad, sostuvo:
 “como bien se puede observar, la conducta a que se refiere el cargo, se encuentra descrita en el artículo 48, numeral 39 del CDU, codificada en el Libro Tercero –Parte Especial-, Título único (sic)- bajo la denominación de las faltas disciplinarias en particular. 
“El Juez Disciplinario ha considerado que los hechos relevantes en la investigación no encuentran su plena identidad en cuanto a la adecuación  típica en el artículo 48, numeral 39 ibídem por lo que se remite para su complementación al parágrafo del artículo 38 de la Ley 996 de 2005.

“Ahora, debese (sic) precisar que lo que la Ley 996 de 2005, en su art. 38 hace es describir unas conductas prohibidas para ciertos sujetos específicos –Servidores Públicos-; prohibición esta a su vez dentro de un espacio geográfico y temporal determinado: territorio del Gobernador, tiempo preelectoral y electoral, en unas condiciones especiales y que encuadra determinados comportamientos como lesivos del ordenamiento jurídico, pero que al ser confrontada con la conducta así descrita en el pliego de cargos, no encuentra concordancia…”.
Sostuvo que no puede inferirse de la reunión que dio origen al disciplinario, que la misma haya tenido carácter o fines políticos, que para el “proceso de adecuación típica del comportamiento ello traduce una interpretación que no consulta la realidad fáctica del devenir histórico que se reprocha”, lo cual constituye violación al debido proceso, en el principio de tipicidad, pues estimó el A-quo, que el Precandidato se limitó a interrogar a los alcaldes territoriales, por lo tanto, la reunión no tuvo contenido proselitista; excluye en consecuencia la incursión en conducta disciplinable del actor de autos.
De la impugnación.
1. El Señor Procurador General de la Nación, mediante escrito presentado el 28 de junio del corriente año
, inicialmente solicitó la suspensión provisional de los efectos del fallo que en primera instancia profiriera el Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca
, básicamente porque considera que, ante la inexistencia de un perjuicio de naturaleza irremediable, no procedía una sentencia de tutela, y menos aún, por conducto de un pronunciamiento que  -fuera de los defectos fácticos que registra-  por motivación errónea y falsa, acusa importantes inconsistencias en materia de raciocinio. 

Fundamentalmente los ataques de la Procuraduría General de la Nación, contra la sentencia de primera instancia, se centran en (i) indebida aplicación del principio de subsidiariedad,  (ii) improcedencia por inexistencia de perjuicio irremediable y (iii), vacíos en el análisis de la acción que, en lugar de la tutela, podría haberse entablado ante la jurisdicción contencioso administrativa. 

Para la Procuraduría, según los contenidos de su escrito impugnatorio, la primera instancia desconoció el principio de integralidad de las decisiones disciplinarias definitivas, producidas  -entre otras cosas-  dentro de un procesamiento que, aún cuando se inició como ordinario y luego se ajustó a las reglas del proceso verbal, cumplió con todas las fases propias de su recorrido
.
Si bien encuentra censurable que el Juez de la primera instancia ignorara el principio de tipicidad disciplinaria, igualmente reprobable le parece que al analizar los núcleos rectores de la falta atribuida al accionante, no tuviera en cuenta que éste utilizó su dignidad de Gobernador para facilitar la actividad proselitista del señor Andrés Felipe Arias, pretendiendo  -obviamente- inclinar la balanza política y del aparato Estatal, en favor de una determinada corriente o movimiento político.
Ahora bien, que sin prueba suficiente para decidir y sin previo conocimiento pleno de la actuación disciplinaria  -la inspección judicial que se dispuso del expediente, no se practicó-  la primera instancia sin embargo optara por proferir sentencia de tutela, es para la Procuraduría un punto abiertamente rebatible, pues la verdad es que con bases cognoscitivas surgidas de la dinámica propia de la tutela, no contaba para establecer  la existencia o no de la infracción disciplinaria.
En suma, al repertorio de señalamientos formulados por el Ministerio Público contra la sentencia de primera instancia, bien valdría añadir el hecho de que, tras advertir el seccional que dentro del trámite de tutela sólo contaba con las pruebas  aportadas por el accionante, sorpresivamente, sin embargo, resultara valorando elementos probatorios que  -por estar incorporados al expediente disciplinario-  no debían aparecer en el expediente de tutela, para de ese modo, ahí sí, reconocer como atípica la conducta desarrollada por el accionante. 

Quizá uno de los puntos que mayor reacción concita por parte de la Procuraduría, se refiera a que, sin haber alegado el accionante una indebida tipificación del comportamiento en razón de la naturaleza abierta del tipo disciplinario, el juez de tutela  -en cierta forma extra petita- terminara pronunciándose sobre ese tema. 
2. También impugnó el representante judicial de la Presidencia de la República, quien en memorial allegado a la instancia A-quo el 30 de junio de este año, dijo objetar “la providencia adoptada por esa Sala el 23 de junio de 2010, en cuanto concedió el amparo de los derechos invocados por el Sr. Juan Carlos Abadía Campo a raíz de su destitución del cargo de Gobernador del Departamento del Valle del Cauca, por parte de la Procuraduría General de la Nación”. Escrito que fuera remitido a esta Superioridad por el juez de tutela de primera instancia y arrimado al Despacho de quien funge como ponente el 07 de julio hogaño
.
Los argumentos expuestos en la impugnación, los hizo consistir en el hecho de que la acción de tutela interpuesta por el señor Abadía Campo “es improcedente en la medida en que no se configura la existencia de un perjuicio irremediable”. Sostuvo que la providencia cuestionada está afectada de falsa y errónea motivación, por cuanto las conclusiones “a que llegó la Sala tuvieron sustento en una premisa alejada de la realidad” en lo referente a la tipicidad de la conducta reprochada al disciplinado. Se suma a lo anterior, sostiene, la acción de tutela es de carácter subsidiario y su procedencia depende de la ausencia de medios de defensa judicial, oportunos y adecuados, en tanto no está diseñada para suplir mecanismos previstos por la ley como métodos normales de defensa.
Segunda instancia. Conviene subrayar que el expediente de tutela accedió a la segunda instancia el 1º de julio de este año, el cual figura con hoja de reparto de ese mismo día, correspondiente al despacho de quien ahora funge como ponente. Por auto de igual data se avocó conocimiento del mismo y se dispuso la expedición de copias autenticadas para que obren en el mismo
.
Mediante constancia secretarial  del 8 de julio del corriente año  -y ya a despacho  el expediente-, se allegó memorial del actor por el cual solicita se confirme la sentencia impugnada, bajo argumentos reiterativos de lo que fue su escrito inicial de presentación de la acción de tutela contra la Procuraduría General de la Nación, ante la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca; además de tomar posición frente al fallo a-quo y aportar otros elementos que considera indispensables para que se ratifique la concesión del amparo constitucional solicitado.
Entre los argumentos nuevos expuestos en el decurso del trámite de la segunda instancia, pueden enunciarse:

a) Excusa al Seccional de Instancia por haber resuelto la acción de tutela sin practicar la inspección judicial del proceso disciplinario adelantado en la Procuraduría General de la Nación,  en contra suya. Básicamente justifica la omisión por cuanto el ente de control no le remitió ese expediente, sino que se lo dejó a disposición en la ciudad de Bogotá.
b) Así mismo rebate los argumentos de la impugnación presentados por el representante judicial de la Procuraduría General de la Nación, en el sentido de haber interpretado en su contra la sentencia T-191 de 2010, por cuanto se refiere a situaciones diferentes a la que ahora es objeto de tutela.

c)   Insiste en la existencia de un perjuicio irremediable en su contra, derivado de las decisiones disciplinarias emitidas por la Procuraduría General de la Nación, respecto de las cuales cuestiona la legalidad, tipicidad, reserva legal, indebido e inadecuado procedimiento aplicado en la investigación disciplinaria, en tanto no se le demostró forma alguna de culpabilidad y más bien la Procuraduría lo que hizo, dice, fue crear un tipo disciplinario para sancionarlo.

d)  Puso de presente la violación al derecho a la igualdad por parte del ente accionado, comparando su situación con la del Gobernador de Departamento del Cauca, quien fue sancionado días antes que él por el mismo organismo de control en primera instancia, no obstante aún no se le ha resuelto el proceso disciplinario en la segunda instancia, mientras en 20 días su caso fue decidido por el ad quem.
Así mismo, con constancia secretarial del día 8 de julio de este año  -ya el expediente a despacho-, se allegó por parte del representante judicial del ente accionado, copia del Decreto No. 2061 del 08 de junio de 2010, por el cual la Presidencia de la República, hizo efectiva la sanción disciplinaria impuesta por la Procuraduría General de la Nación al señor Juan Carlos Abadía Campo y encargó de las funciones del Despacho de Gobernador del Valle del Cauca, al señor Víctor Manuel Salcedo Guerrero. 

El 12 de julio de 2010, la Secretaría Judicial de la Sala, cursó al despacho de la Magistrada Ponente, un escrito firmado por el abogado
 que promovió acción de tutela contra el Procurador General de la Nación, en relación con el caso del Alcalde de Mosquera (Cundinamarca), también procesado disciplinariamente por intervención en política. Adjuntos al memorial, vienen dos documentos   --uno dirigido por el mismo memorialista al Consejo de Estado, y otro firmado por el Veedor de la Procuraduría General de la Nación--  en donde condensa algunas incidencias vinculadas al caso del Alcalde en referencia, las cuales aporta con el fin, obvio, de que se compare el tratamiento que a éste caso y al del Gobernador del Departamento del Valle del Cauca, les ha impartido el Ministerio Público. 
1. CONSIDERACIONES
1.1 Competencia
La Constitución Política de 1991 le asignó en su artículo 86 a los jueces de la República, el conocimiento y trámite de la acción de tutela, como un mecanismo procesal de protección y garantía constitucional directo, inmediato, autónomo, informal, preferente y sumario de los derechos constitucionales fundamentales de las personas, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o por los particulares.
En tal sentido, la acción de tutela obedece a situaciones específicas y es el Juez, quien determina su alcance frente a los hechos esgrimidos por la persona que cree amenazado un derecho fundamental. Además, procede ante la inexistencia de otro medio de defensa judicial o como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Necesario es resaltar que el trámite de la segunda instancia ha sido blanco de toda una serie de solicitudes, no obstante haber transcurrido tan solo cuatro (4) días hábiles de los veinte (20) que constituyen el término legal
 para decidir en segunda instancia una acción constitucional de tutela, circunstancia ésta que naturalmente tiene que ver con el tema de la priorización de términos en asuntos de esta naturaleza, máxime cuando se trata temas con relevancia social. Sin embargo, esa priorización viene dada desde la misma constitución y la ley, que tuvieron a bien señalar los perentorios términos para tramitar y decidir.
Si el tema, pues, de las prioridades viene milimétricamente regulado por el artículo 15 del Decreto 2591 de 1991
, a sus directrices es que debe sujetarse la Colegiatura Superior y, en consecuencia, no será por razones de trascendencia social ni por la entidad o el rol de los protagonistas del trámite tutelar, que un determinado asunto, resulte de manejo preferente. 

Muy clara y perentoriamente el legislador ha querido que sólo se pospongan asuntos de naturaleza diferente a la tutela y no las tutelas mismas ni los habeas corpus, pues estos deben  --por imperativo normativo expreso--  sustanciarse en turno riguroso. 
1.3 Del recurso de queja

Ab initio la Sala encuentra necesario precisar, que no obstante el sentido de la decisión que en todo caso deberá adoptarse en relación con éste recurso, el control de legalidad que el Juez Constitucional tiene que ejercer  sobre el proceso como superior funcional del caso y también a manera de autocontrol o autotutela,  le permite señalar cualquier inconsistencia, irregularidad o transgresión que haya comprometido o comprometa la sustancialidad, así los efectos de la misma hayan cesado o se hubiesen modulado al momento de la decisión de fondo, como ocurre en el caso objeto de revisión, donde  -a la postre- los efectos de la medida provisional irregularmente adoptada por la primera instancia,  resultaron reemplazados por los de la sentencia que amparó los derechos fundamentales cuya protección demandara el accionante. 
Recuérdese que fue dentro de ese contexto y por solicitud paralela al ejercicio 
















































































































 de la acción de tutela,  que respecto del señor JUAN CARLOS ABADÍA CAMPO,  el Consejo Seccional de instancia,  a través de la Magistrada ponente, el 10 de junio del corriente año suspendió provisionalmente la ejecución de las decisiones sancionatorias dictadas el 5 y el 25 de mayo del presente año por la Procuraduría General de la Nación
, mediante las cuales se sancionó con destitución del cargo e inhabilidad para el ejercicio de cargos y funciones públicas por el término de diez (10) años al doctor JUAN CARLOS ABADÍA CAMPO, como gobernador del departamento del Valle del Cauca, por la simple razón de que “se cumple con lo dispuesto por el artículo 14 del Decreto 2591 de 1991, pues conforme lo expresa el accionante se presenta una situación de urgencia en cuanto se dispone a penas (sic) de un término de diez (10) días para la designación por parte del señor Presidente de la República de quien entraría a ocupar el cargo y ello afectaría eventualmente el cumplimiento de la decisión que se tome en esta acción constitucional”.

La naturaleza de la  medida y las razones en que se fundamentó, determinaron que el apoderado judicial de la Procuraduría General de la Nación, interpusiera los recursos de reposición y en subsidio de apelación
, con base en los siguientes argumentos:

1. La tutela resulta improcedente por desconocimiento del principio de subsidiariedad, en tanto se ejercitó contra una sentencia disciplinaria  que impuso una sanción por la comisión de una falta, pese a que existe otro medio de defensa judicial al alcance del actor.

El sistema  judicial  -recalca el impugnante- “claramente contempla diversas acciones ordinarias que pueden ser ejercidas ante las autoridades jurisdiccionales competentes, encaminadas a la defensa de sus derechos”.
2. Al no tener en cuenta la decisión recurrida la violación al principio de subsidiariedad, usurpó plenamente las funciones propias de la jurisdicción contencioso administrativa.
3. Es manifiesto el desconocimiento de la regla general de improcedencia de la tutela en contra de actos administrativos sancionatorios, por cuanto, unánimemente  la Corte Suprema de Justicia, Corte Constitucional y Consejo de Estado, a través de múltiples decisiones
, han advertido que dicho mecanismo no procede contra actos administrativos que imponen sanciones disciplinarias.

Para el recurrente, entonces, la improcedencia de la tutela es palmaria, en especial por que no ve que de una sentencia sancionatoria por la comisión de una falta pueda derivarse, per se, la existencia de un perjuicio con la característica de irremediable,  pues la sanción por sí misma no puede comportar ese tipo de  connotación.
4. La providencia impugnada acusa ausencia de motivación por cuanto al ser designado el 8 de junio de 2010, un nuevo Gobernador  mediante Decreto Presidencial No. 2061,  la situación de urgencia no existe, y no es por lo tanto pertinente el argumento del juez de tutela en cuanto se reduce a especificar que por la inminencia de la sanción y el término de diez días con que contaba la Presidencia de la República, para designar reemplazo, podría verse afectada la decisión de tutela que eventualmente se adoptara. 
5. La providencia impugnada no hace referencia al tipo de derecho vulnerado ni  contiene análisis alguno acerca de la necesidad y urgencia
 de la medida, fuera de que tampoco especifica cual es la causa del daño supuestamente ocasionado. 

En el mismo escrito impugnatorio, el apoderado de la Procuraduría General de la Nación, solicitó de manera especial la continuidad de la ejecución de los pronunciamientos sancionatorios proferidos en contra del accionante.
Frente a la interposición de esos recursos, se pronunció la misma Magistrada Ponente con auto del 15 de junio hogaño
, rechazándolos por improcedentes, al propio tiempo que ordenó inspeccionar judicialmente el expediente original en donde se recoge la actuación disciplinaria adelantada contra el señor JUAN CARLOS ABADÍA CAMPO.

Como la Magistrada a cargo del proceso de tutela, no se pronunció sobre la petición especial  de continuidad de la ejecución de las sentencias provisoriamente suspendidas, el apoderado de la Procuraduría se lo requirió, advirtiéndole que la medida provisional decretada afecta en forma grave e injustificada la protección “del bien jurídico de la Moralidad Administrativa”, así como la firmeza de las decisiones administrativas impregnadas de presunción de legalidad.

Esta nueva petición fue resuelta el 16 de junio de igual año
, por medio de  providencia, también de sala unitaria,  en el sentido de no acceder a la solicitud especial, con base en el siguiente planteamiento: 

“insiste el solicitante en la prevalencia del derecho colectivo de los ciudadanos del Valle del Cauca frente al derecho fundamental del accionante, sin embargo en sede de tutela, atendiendo al estado de este trámite y como lo que precisamente se está pidiendo es verificar si la decisión que sanciona al accionante viola o no sus derechos fundamentales, es necesario, para evitar un perjuicio irremediable mantener la medida, mas aún, cuando como es sabido, el término para tomar la decisión de fondo en este asunto es de apenas 10 días que se vencen con anterioridad a la fecha que cita en su memorial (30 de junio)”.

De nuevo, el apoderado de la Procuraduría General de la Nación, interpuso recurso de reposición y en subsidio de queja
, contra la decisión del 15 de junio de este año, que rechazó los recursos de reposición y apelación, interpuestos contra la providencia del 10 de junio del corriente año, por medio de la cual había ordenado suspender los efectos de la sanción disciplinaria proferida contra el señor ABADÍA CAMPO, entre otras razones, por la falta de motivación y por el hecho de haberse respetado en el proceso disciplinario las garantías inherentes al disciplinado.

En vista de que se le rechazaron los recursos ordinarios, entre ellos la apelación subsidiariamente incoada, solicitó la expedición de las copias para el trámite del recurso de queja, que, según el recurrente, procede al tenor de lo previsto en los artículos 377 y 378 del Código de Procedimiento Civil.
A esa petición respondió la misma Magistrada a cargo del trámite de esta acción de tutela en primera instancia, mediante proveído del día 18 del mismo mes y año, en el sentido de no reponer la decisión de rechazo de los recursos ordinarios, a su vez, ordenó la expedición de copias auténticas solicitadas por el apoderado de la Procuraduría General de la Nación.

Fue así como el 22 de junio, el apoderado del ente del Ministerio Público, elevó ante Sala Superior el recurso de queja
 con las copias expedidas por el Seccional de instancia, cuya pretensión es que se conceda la apelación interpuesta contra el auto que dispuso como medida provisional, la suspensión de las decisiones disciplinarias de la Procuraduría General de la Nación y, en consecuencia, se revoque la medida cautelar por cuanto, fuera de que no existe vulneración ni amenaza a derecho fundamental alguno, el carácter subsidiario de la tutela implica su improcedencia contra decisiones administrativas de carácter sancionatorio.

En Sala el recurso de queja, el 24 de junio de esta anualidad la Secretaría Judicial procedió conforme el artículo 377 y 378 del C.P.C, y dio por terminado el traslado al día siguiente. Repartido el asunto, inicialmente le correspondió al señor Magistrado HENRY VILLARRAGA OLIVEROS, pero el citado funcionario lo remitió a este despacho por auto del 29 de junio de esta anualidad, en atención a que por razones de reparto, su conocimiento competía a quien ahora funge como ponente.
Necesario y fundamental el recuento procesal hecho en precedencia, para entrar a desarrollar varios tópicos que interesan al asunto objeto de debate, son ellos:

i) Legalidad en cuanto al juez natural para expedir una medida provisional como medida cautelar en el trámite de una acción de tutela.
ii) Legalidad de la medida provisional condicionada al razonamiento y motivación para decretar una cautela en el trámite de una acción de tutela.
iii) Procedencia de recursos en el impulso procesal de la acción constitucional de tutela.

iv)   Frente a la legalidad, necesario se hace precisar conceptos como los de jurisdicción y competencia, marcos dentro de los cuales cumple el deber funcional el administrador de justicia.

Entiéndase la jurisdicción como esa concepción latina juris-dictio, que traduce declarar el derecho y que puede ser definida como “la función del Estado que tiene por fin la actuación de la voluntad concreta de la ley mediante la sustitución, por la actividad de los órganos públicos, de la actividad de los particulares o de otros órganos públicos, sea al afirmar la existencia de la voluntad de la ley, sea al hacerla prácticamente efectiva.  Esta definición hay que referirla, por un lado, a cuanto hemos escrito en torno al fin procesal; y ello es natural, puesto que los conceptos de proceso  y jurisdicción son correlativos entre sí; por otro lado, tiende a diferenciar la actividad jurisdiccional de otras formas de actividad”
.

Es tan genérico el concepto de jurisdicción, tal como se concibió en el Estado de Derecho, que puede abarcar una misma jurisdicción múltiples facetas de orden competencial, es decir, se trata de un concepto universal que implica el ejercicio de poderes, los cuales por sí mismos pueden pertenecer también a órganos no jurisdiccionales, pero con carácter jurisdiccional, por el fin a que están destinados.  No obstante, aparecen como estrictamente jurisdiccionales los actos en donde se realiza la sustitución de una función del Estado como actividad pública, ejemplo de ello las sentencias, en tanto no lo son, los actos destinados simplemente a prepararla o hacerla posible, pues no en vano los poderes jurisdiccionales son de decisión, coerción y documentación.

La competencia por su parte, como se dijo antes, responde a esa distribución de la jurisdicción para asuntos específicos y concretos de que debe conocer un determinado funcionario judicial, en otras palabras, “se llama competencia de un Tribunal el conjunto de las causas en que puede ejercer, según la ley, su jurisdicción, y en otro, se entiende por competencia esta facultad del Tribunal considerada en los límites en que le es atribuida.  Un juez o Tribunal, respecto de las causas en que es competente por ley, se denomina ´juez natural de la causa y de las partes”
. 

Lo anterior significa que mientras la jurisdicción está demarcada por la propia Constitución, la competencia se define en la ley procesal y conforme a ella el juez natural; los delineamientos de la jurisdicción conforme a la Constitución son entonces el género de funciones allí previstas, y la competencia lo específico que se delimita  según criterios como el objetivo, funcional y territorial.

Es en este punto donde puede afirmarse que erró la Magistrada instructora de la acción de tutela en primera instancia, pues como parte integrante del juez colegiado al interior de la jurisdicción constitucional, no puede arrogarse competencias propias de la colegiatura, tanto más cuando de su dominio deben ser las normas que regulan su competencia; no en vano el artículo 114 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, establece las funciones de las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura como cuerpos colegiados y no las de un Magistrado individualmente considerado. Por eso no puede argumentarse que porque la norma no enunció  dentro de esas competencias el conocimiento de las acciones de tutela, tenga permisión el funcionario para unilateralmente proferir decisiones en materia constitucional, que ameritan el pronunciamiento de la Sala como Juez Plural, pues fue el artículo 86 de la C.P.,  el que facultó a los jueces, para conocer de este tipo de acciones.

Los jueces dentro de nuestro sistema jurídico son unipersonales y colegiados, y es dentro de estos últimos que se sitúan las Salas Jurisdiccional Disciplinarias del Consejo Superior y Seccionales de la Judicatura. Se trata, pues, de un Juez plural quien ostenta la jurisdicción para conocer del asunto tutelar y de las medidas provisionales que en forma de cautela, se pueden adoptar para impedir que se siga vulnerando un derecho fundamental, mientras se profiere la decisión de instancia.

Así las cosas, no deja de parecerle inaudito a la Colegiatura Superior, que la resolución de un asunto trascendental al interior del proceso, que por su naturaleza debe definirse mediante un pronunciamiento de carácter interlocutorio, sea proferido por el Magistrado instructor, cuando el mismo artículo 7°
 del Decreto 2591 de 1991, autorizó para esa medida al Juez, concepto o acepción que para el caso de la distribución de la competencia al interior de la jurisdicción disciplinaria, incluso para el conocimiento de acciones de tutela, guarda directa relación  con  la Sala como decisora, y no precisamente con el magistrado a quien le corresponde sustanciar el trámite.
No cabe entonces entender,  en forma amañada e incorrecta, que por ser el trámite de la tutela preferencial y célere, puedan sacrificarse  derechos tan importantes como los de defensa y contradicción, resultado al cual podría llegarse cuando la jurisdicción no actúa según la competencia reglada por la Ley, sino que a motu proprio la asume el funcionario  -magistrado- sustanciador del caso, desbordando  las facultades que le asisten de darle impulso al proceso a través de autos de sustanciación.

En tratándose, pues, de  providencias interlocutorias, de aquellas que por definir asuntos de trascendencia mientras se profiere la determinación de fondo o de instancia, que exigen motivación precisa, aunque sea breve, es claro que la competencia radica en la Sala y no en el Magistrado encargado de la sustanciación, como quiera que no se trata de actuaciones de trámite o de simple impulso, sino de decisiones acerca de materias, como las medidas provisionales, que comportan espacialísimas implicaciones. 
En torno a este tema, es la misma Corte Constitucional, la que ha venido evidenciando cómo la suspensión provisional es una decisión del colegiado y no del Magistrado a cargo de la ritualidad del proceso, tal como se puede constatar en los autos 035 de 2007
, 040 de 2001, 039 de 1995, entre muchos otros, por medio de los cuales una determinación de esa naturaleza, fue adoptada por la Sala, con indudables fines de control, transparencia y garantismo. 
Es decir, principios procesales que rigen el trámite de la acción de tutela, como economía (impide sumergir el trámite en formalismos y formalidades del procedimiento común), prevalencia del derecho sustancial (la finalidad última es la efectividad del derecho sustancial de las partes), celeridad (proceso preferente, sumario y acelerado), eficacia (el Juez debe dirigir su actuación a la protección real y efectiva del derecho vulnerado o amenazado), no tienen por finalidad permitir excesos y abusos de los administradores de justicia (juez plural o unipersonal), bajo el pretexto de materializar dichos principios, pues actuar en contravía de la garantía del juez natural que involucra el derecho fundamental del debido proceso, según el artículo 29 de la C.P., es simplemente desconocer que al accionado le asisten derechos propios de ser respetados en aras de la igualdad que les asiste a las partes en controversia.
Todo lo anterior, para enfatizar que la medida provisional proferida en su momento por la Magistrada sustanciadora, lo fue con vulneración del debido proceso en lo atinente al juez natural;  fue una actuación constitutiva de vía de hecho que, en su momento, debió ser corregida cuando el representante de la Procuraduría interpuso el recurso de reposición, en tanto la naturaleza de esa decisión interlocutoria así lo permitía.
 En cuanto a la legalidad de la medida provisional, debe la Sala precisar que no porque en sede de tutela se permita la suspensión cautelar  del acto eventualmente vulnerador de derechos fundamentales, la medida puede adoptarse al capricho del funcionario ni de la Sala  -en últimas la competente para hacerlo-, por fuera de los límites materiales que la Ley establece para imponerla, esto es, la necesaria determinación de conexidad entre la medida adoptada y la protección temporal del derecho
, cuya demostración es lo que permite establecer el correcto proceder del Juez.

En relación con los fundamentos de la solicitud, ya en el caso concreto, habría que subrayar que aparte del normativo, simplemente  el actor  -con indudable tono apenas enunciativo- que en razón de “la gravedad, impostergabilidad, inminencia y urgencia que configuran el perjuicio irremediable”
, invocó la adopción de la medida previa “con el fin de evitar mayores perjuicios que pueden consumar un daño irreparable”, en clara alusión al hecho cumplido de que la sanción impuesta por el Ministerio Público, consiste en destitución e inhabilidad general para desempeñar cargos públicos por el término de diez años y el cese inmediato de sus funciones como Gobernador del Departamento del Valle del Cauca, cargo al cual accedió por elección popular para el período 2008 - 2011.

Si bien es cierto la base argumentativa sobre la cual el demandante hace descansar la solicitud de la medida, es bastante austera, habría que entender también -dada la informalidad característica de la acción de tutela, que no reclama para su ejercicio la presentación de acartonadas demandas en forma- como fundamentos de la solicitud de medida preventiva, las razones explicativas y justificativas que vertió en el cuerpo del libelo. 

Desde ese punto de vista, la Colegiatura Superior colige que el actor depreca la medida porque: 

a. La sanción implica grave riesgo de terminar anticipadamente el período  (le faltan diecinueve meses). 

b. La destitución comporta accesoriamente la inhabilidad general para el ejercicio de funciones públicas por diez años, y eso le “resta la posibilidad de seguir ejerciendo la actividad política”.

c. El perjuicio es cierto e inminente, no se debe a conjeturas ni especulaciones, sino al resultado objetivo de la sanción impuesta que le impide ejercer cargos públicos durante diez años.

d. El perjuicio es grave porque lesiona sus derechos fundamentales a elegir y ser elegido, “derechos de importancia crucial para quienes buscan desarrollar carreras políticas”.

e. Es urgente porque es necesario  e inaplazable prevenir o mitigar su ocurrencia, antes que el señor Presidente de la República, ejecute o haga efectiva la sanción.
La Sala Jurisdiccional disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca, mediante pronunciamiento en apariencia sustanciatoria
, pero sin embargo cerrado con la fórmula del “notifíquese y cúmplase”
, el 10 de junio del corriente año, decretó como medida provisional -mientras se profería la decisión de fondo dentro del trámite de tutela- la suspensión de los pronunciamientos sancionatorios expedidos por la Procuraduría Delegada para la Vigilancia Administrativa de la Función Pública y la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación.

Las razones o los motivos que le sirvieron de base al Juez Constitucional de la primera instancia, para la implementación de la medida provisional son, en esencia y literalmente, los siguientes:

“Como quiera que se cumple con lo dispuesto por el artículo 14 del Decreto 2591 de 1991, pues conforme lo expresa el accionante se presenta una situación de urgencia en cuanto se dispone a penas (sic) de un término de diez (10) días para la designación por parte del señor Presidente de la República de quien entraría a ocupar el cargo y ello afectaría eventualmente el cumplimiento de la decisión que se tome en esta acción constitucional, se dispondrá su trámite (…)”

De acuerdo con los términos del artículo 7° del Decreto 2591 de 1991, inciso 1°, ciertamente el Juez  -desde que presente su solicitud el accionante-  tendrá que suspender (la norma usa aquí un tono que no precisamente es discrecional o potestativo), la aplicación del acto concreto que entrañe amenaza o vulneración, a condición de que lo considere “necesario y urgente”.

Resulta entonces evidente para la Colegiatura Superior, que a efectos de definir el Juez en sede constitucional si adopta o no una medida de la naturaleza de las contempladas en el artículo 7° del Decreto 2591 de 1991, debe formular juicios de valor en relación con temas de tanta envergadura como la necesariedad y la urgencia de la medida, es decir, sobre su indispensabilidad, inaplazabilidad y por lo tanto procedibilidad, de suerte tal que no le sea posible remitirse a juicios intuitivos o de inferencia subjetiva, sino de inferencia razonable y lógica, acompañados de la inexcusable exposición de las razones explicativas
 y justificativas
 que la fundamentan y muestran la exigibilidad de su implementación. 
La verdad es que, aún cuando suene insólito y en principio pareciera novedosa la suspensión de una sentencia -porque en estricto sentido la decisión sancionatoria de la Procuraduría, lo es- antecedentes hay, pero no por la vía de autos absolutamente inmotivados y desprovistos de los análisis, sindéresis y ponderación correlativos a la entidad de una medida que tiene la vocación de producir profundas repercusiones, no sólo interpartes o individuales, sino a uno de los más altos niveles jurídico políticos y sociológico.
En efecto, mediante auto 039 de 1995
, la Corte Constitucional sí -en sede de Revisión-  decidió suspender los efectos de la sentencia proferida por un Juez, en sede de tutela, pero a través de un circunstanciado pronunciamiento en el que, fuera de repasar los hechos, las decisiones en las dos instancias, se detuvo en los contenidos de la prueba y le formuló los correspondientes juicios de valor para concluir que concurría plenamente la necesidad de suspender provisionalmente los efectos de una sentencia judicial de segunda instancia, proferida por un Juez constitucional.

Significa, pues, que aún cuando no resulta ni siquiera remotamente discutible la posibilidad o eventualidad de una medida provisoria de las del artículo 7° del Decreto 2591 de 1991, respecto de una sentencia judicial emitida por un Juez constitucional en sede de tutela, ello no se concreta por la vía de pronunciamientos desprovistos de la debida motivación y de los correspondientes análisis.

Medidas de semejante magnitud, no pueden ser viabilizadas por conducto de motivaciones etéreas, gaseosas o -como con claridad lo ha puntualizado la jurisprudencia
- con “vicios de motivación o defectos de motivación”, y menos, como en el caso del Gobernador, mediante el pronunciamiento unipersonal del ponente, cuando lo procedimentalmente correcto es a través de lo que corresponde en tratándose de Jueces Colegiados, una decisión de Sala, por lo menos  Dual, que entre otras cosas, comporta un claro control horizontal de transparencia, muy conveniente  frente a supuestos como el que en esta oportunidad ha sido puesto para el escrutinio de la Colegiatura Superior. 

Ahora bien, medidas cautelares de naturaleza legal
, pero de índole constitucional, viables en relación con la tutela y además compatibles con su carácter exceptivo y extraordinario, deben estar presididas por principios insustituibles como el de legalidad, proporcionalidad y razonabilidad.

El artículo 7° del Decreto 2591 de 1991 -que es donde se ancla el principio de legalidad, universal e inalienable, que por lo mismo no puede ser sacrificado por ningún tipo de razones ni bajo ninguna clase de pretexto- a partir de una lectura sistemática que involucre todos los elementos normativos que entren en juego, es decir, no solo el inciso 1°, sino los demás que se articulan a él, finalmente establece, no sólo la filosofía del instituto, sino como presupuestos esenciales de procedibilidad de la medida provisional, el que ésta sea necesaria y urgente para proteger el derecho, y que además apunte a evitar la producción injusta y arbitraria de perjuicios, ya individuales, ya colectivos.

Las medidas cautelares, pues, en sede de amparo constitucional -innominadas como se las denomina al interior de la doctrina- lo que pretenden es evitar que la amenaza que se cierne sobre un derecho constitucional fundamental, termine traduciéndose en una violación efectiva, o que ésta se torne más gravosa, y por esa vía eminentemente preventiva de un daño  -por supuesto, arbitrario e injusto-  asegurar que la decisión de fondo que se adopte en el respectivo fallo, a la postre no carezca de eficacia material
.

Dicha perspectiva implica, pues, para el decisor constitucional correspondiente, la elaboración, no sólo de un diagnóstico, sino de un pronóstico,  los dos apuntalados sobre las dos indefectibles bases que emergen de la teleología, axiología y filosofía del mecanismo provisorio: necesidad y urgencia y prevención de arbitrariedad e injusticia.
Desde el punto de vista de que el derecho a la participación en el poder, o a la participación política es, dentro del marco y la racionalidad de una gobernabilidad democrática como lo es la del Estado Constitucional, Democrático, Social y de Derecho, constituye un derecho fundamental
, es claro que  --en principio--  en el evento planteado por el demandante en su demanda, podía pensarse naturalísticamente u ontológicamente en que la intervención sancionatoria de la Procuraduría General de la Nación, estaría, sino coartando, al menos enervándole su ejercicio, y que por eso el accionante estaba en el derecho de invocar la aplicación de la medida provisoria y el Juez Constitucional, consecuencialmente legitimado en términos jurídicos y funcionales para decretarla. 

Si se repara en el rol de Gobernador desde el cual se pronuncia el accionante, que es puro ejercicio de poder político por antonomasia, es evidente que su ejecución se relaciona íntimamente, por un lado, con el derecho que tiene todo ciudadano de acceder en un plano de igualdad de condiciones a las funciones y los cargos públicos, es decir, la conformación del poder, y por otro, el de amparar a quienes ya han accedido al ejercicio para que se mantengan en él y lo ejerciten “de conformidad con lo que disponga la Ley”
, es decir, el ejercicio del poder.

En esa medida, y en términos generales, podría eventualmente verse como factible la medida provisional de suspensión de las decisiones sancionatorias de la Procuraduría General de la Nación, porque ciertamente a partir del artículo 133 de la Constitución, se tiene que convenir en que el elegido -caso que es el del accionante- “es responsable políticamente ante la sociedad y frente a sus electores del cumplimiento de las obligaciones propias de su investidura” y “cuando por cualquier motivo no puede ejercer sus funciones, los ciudadanos ven menguado el ejercicio del poder a través suyo, y por tanto comienza a amenazarse uno de sus derechos políticos que, valga repetir, no desaparecen en el momento de la elección”
.

No obstante, si la situación específica del accionante no guarda relación con un supuesto, como por ejemplo el del Concejal al que de hecho simplemente no se le permitió ocupar el cargo ante la vacancia absoluta de una curul, pese a estar en el segundo renglón de la lista
, sino que se refiere al caso de un funcionario al que, por no ejercitar ese poder político justamente de conformidad con lo que dispone la ley y la Constitución, mediante una sanción se le suprime su status y se le separa de su rol, es decir, de su ejercicio. 

En estas condiciones, cuando tiene que reconocerse el franco y abierto entredicho en que se encuentra la legalidad y legitimidad del ejercicio del poder político del accionante, muy en entredicho a su vez está la necesidad y la urgencia de la medida provisoria deprecada y, por consiguiente, sobre esa base, no le era dable a la primera instancia decretarla.

Es que la debida motivación, que tiene que ver con la publicidad,  va igualmente de la mano de la irregular concesión de una suspensión provisional,  cuando de por medio no existe un perjuicio grave y urgente que proteger, o lo que es lo mismo, si esa amenaza o vulneración puede ser conjurada por las vías ordinarias, mal puede caprichosamente el juez de tutela entender a su acomodo que se encuentra frente a una situación en la que se requiere, para sortearla, la implementación de medidas urgentes.

Para la Colegiatura resulta de importancia suma reiterar el criterio rotundo que, sin variaciones desde 1992,  ha sostenido la jurisprudencia nacional acerca de este punto: 

“La atribución de suspender provisionalmente los efectos de los actos administrativos está específicamente conferida por la Constitución a la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y mal pueden interpretarse en contra de su perentorio mandato las disposiciones de los artículos 7 y 8 del Decreto 2591 de 1991, aplicables tan solo a aquellos actos contra los cuales no sea procedente dicho mecanismo, de conformidad con las reglas generales. No desconoce la Corte que la última de las disposiciones citadas, al permitir el ejercicio conjunto de la acción de tutela con las pertinentes ante la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, faculta al juez para ordenar que tratándose de un perjuicio irremediable, se inaplique el acto particular respecto de la situación jurídica concreta cuya protección se solicita mientras dure el proceso, pero es obvio que ésta norma legal parte del supuesto de que en tales casos no procede la suspensión provisional, pues resultaría innecesario, inconveniente e inconstitucional que, siendo ella aplicable para alcanzar el específico fin de detener los efectos del acto cuestionado, se añadiera un mecanismo con idéntica finalidad por fuera del proceso Contencioso Administrativo y a cargo de cualquier juez de la República, con el peligro adicional de decisiones contradictorias, máxime si se tiene en cuenta que también la suspensión provisional se resuelve mediante trámite expedito tal como lo dispone el Código Contencioso Administrativo”
.
Significa, pues,  que de manera indefectible deben atenderse dos elementos básicos para afianzar la decisión de suspender provisionalmente un acto supuestamente vulnerador de derechos, esto es, que exista un real perjuicio (no imaginario como lo hizo la Magistrada de primera instancia) y que el perjuicio no sea susceptible de medida provisional por vía contencioso administrativa, pues ignorar tales requerimientos implicaría desplazar sin justificación al juez natural, función que no es la  que le corresponde a la acción de tutela, y menos a la medida cautelar.

El enfoque en cuanto atañe a este punto, ha sido continuo y permanente en la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional, pues la verdad es que ella se ha dado a la juiciosa tarea de recalcar en forma metódica que la medida provisional es sólo para conjurar con urgencia un grave e irreparable daño, o incluso para afrontar un riesgo de inminente vulneración.  El “desconocimiento del principio de subsidiaridad que rige la acción de tutela   -advierte en forma terminante la Corte Constitucional-  implica necesariamente la desarticulación del sistema jurídico”, por cuanto “La garantía de los derechos fundamentales está encomendada en primer término al juez ordinario y solo en caso de que no exista la posibilidad de acudir a él, cuando no se pueda calificar de idóneo, vistas las circunstancias del caso concreto, o cuando se vislumbre la ocurrencia de un perjuicio irremediable, es que el juez constitucional está llamado a otorgar la protección invocada. Si no se dan estas circunstancias, el juez constitucional no puede intervenir”
.
La reiterada posición de la jurisprudencia se aprecia en la sentencia T-621 de 2005
, y sucesivamente se refleja en pronunciamientos posteriores, entre ellos, para no ir muy lejos,  el auto de Sala Plena N°  No. 013 de 2004
.
La medida cautelar por naturaleza busca evitar fallos inocuos y de allí la posibilidad de adoptarla en forma temporal, hasta cuando se decida la tutela, con el fin de proteger derechos fundamentales ya comprometidos y que podrían comprometerse mucho más aún, si una decisión contencioso administrativa de fondo, por ejemplo, tarda mucho en producirse.  
Son reflexiones como las anteriores, las que le permiten a la Sala insistir en que la Magistrada A-quo que profirió la decisión de suspensión provisional en el trámite de esta acción de tutela, lo hizo en forma ilegal, contrariando principios de debida motivación, juez natural y desplazando además las competencias propias de otras instancias habilitadas por la Ley para adoptar ese tipo de decisiones.
 En cuanto a la procedencia de recursos en el trámite de la acción de tutela, realmente no es mucho lo que la reglamentación contempla, precisamente porque de lo que se trata es de evitar la dilación de  trámites que han sido concebidos como versátiles y prontos, en razón de la finalidad que busca un instrumento específico como la tutela, previsto por el constituyente para asegurar a todas las personas la protección expedita, eficaz y no burocratizada ni formularia
 de sus derechos fundamentales.
Fue por esa razón que la legislación reguladora de la acción de tutela, previó que, aún tratándose de un instrumento judicial caracterizado por su informalidad  -lo cual en modo alguno equivale a que se trate de un trámite sin reglas de juego-  sólo procede la impugnación contra la sentencia que finiquita la primera instancia, y la consulta respecto de la sanción que llegare a imponerse en el trámite incidental del desacato.

No es entonces conveniente para los principios de celeridad, eficacia, eficiencia y economía procesal que distinguen el trámite tutelar, integrar todo aquello no regulado en el Decreto 2591 de 1991, pues el “legislador definió claramente los derechos de los sujetos procesales, sin que sea menester acudir a las reglas del procedimiento civil para definir los alcances de esta norma. Cuando el texto de una norma es claro, debe interpretarse en su sentido natural y obvio, sin desvirtuarlo mediante la comparación con principios o normas jurídicas que no son los especiales frente a la situación jurídica reguladora del caso en concreto”
.

Quiere decir entonces, que pronunciamientos como el relativo a la suspensión provisional del artículo 7° del Decreto 2591 de 1991, por el impacto que puede producir y las significativas repercusiones que estaría en condiciones objetivas de  desencadenar  -las cuales se han puesto en evidencia en presente caso- tiene que contar con el control jurisdiccional de los recursos,  pero por supuesto que sin llegar al punto extremo de abrirle paso a todo un interminable desfile de recursos y de solicitudes que, por razones de lógica elemental, terminarían desvirtuando la brevedad de un término  constitucionalmente establecido. 

Así las cosas, no cree la Colegiatura que resulten admisibles recursos que prolonguen en el tiempo la definición de la tutela, más allá de los diez días establecidos por Constitución Política y no por la ley ni por el juez. Si bien es cierto la analogía y la interpretación extensiva de la ley son métodos permisibles para llenar vacíos normativos, no lo es menos que una de las formas que tiene el legislador de no consagrar un recurso es guardando silencio en relación con él, y ello encuentra razonable explicación en tratándose de la tutela.  
Es claro, entonces, que a los servidores judiciales, ciudadanos y abogados les corresponde entender porqué “el juez constitucional no puede responder a los criterios del juez ordinario sin que por ello se tenga que denegar la condición de juez”
, tanto más si la verdad es que la pretensión del constituyente ha sido y sigue siendo constitucionalizar el procedimiento, más no procedimentalizar la Constitución.
Consecuente, pues, la Colegiatura Superior con sus propios planteamientos, la decisión en punto al recurso de queja, no puede ser otra que el rechazo, tanto por la carencia de objeto, como por su improcedencia en relación con la tutela.

Ahora bien, la carencia de objeto deviene del hecho que la medida provisional,  en el sentido finalístico de la acepción, está condicionada por una circunstancia temporal, es decir, sus efectos sólo se irradian hasta cuando se decida con sentencia de primera instancia la protección o no del derecho fundamental invocado como vulnerado y ello lo que en el fondo significa es que una vez cumplida la primera instancia, el fallo de tutela tiene la virtud de recoger la medida provisional adoptada,  para convertirla en una constante protección del derecho, impuesta por fallo judicial,  o por el contrario, desapareciendo sus efectos si es que se produce una negativa o una improcedencia.

Desde esa perspectiva, tiene que convenir la Sala en que la suspensión de las  decisiones disciplinarias, decretada el 10 de junio de 2010, por medio de la medida provisional adoptada, surtió efectos temporales hasta cuando éstos fueron desplazados por la sentencia ahora objeto de impugnación, y es por eso que justamente resulta ahora innecesario e inoficioso un pronunciamiento respecto de una decisión que, a la fecha, carece de alcance jurídico en cuanto no es ya la medida provisoria la que protege los derechos del accionante, sino la sentencia misma de tutela. 
1.4 De la solicitud especial de ejecución o continuidad de la ejecución del acto supuestamente vulneratorio o amenazador de un derecho. 

Textualmente deprecó “la suspensión provisional de los efectos de la sentencia T-059 proferida el pasado 23 de junio por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca, en aplicación a lo normado por el artículo 7° del Decreto 2591 de 1991…”. Argumento jurídico que complementó a pie de página del folio 11 de la petición, donde reseñó: “(…) El Juez podrá, de oficio, o petición de parte, por resolución debidamente fundada hacer cesar en cualquier momento la autorización de ejecución o las otras medidas cautelares que hubiere dictado”.

El artículo 7° del Decreto 2591 de 1991, inciso 2°, abre la posibilidad de que, a instancia de parte o de oficio, el Juez Constitucional disponga la ejecución o la continuidad de la ejecución del acto pretendidamente vulneratorio, con el fin de “evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público”.
Aunque desde el punto de vista de la literalidad de la norma, parecería inusitado el espectro de aplicación, como quiera que se mueve sobre la base de una abstracción como lo es el tema del “interés público” o “la moralidad administrativa”, la verdad es que disponer o no la ejecución o la continuidad de ejecución de un acto que precisamente el tutelante tacha de vulnerador, implica la formulación de muy agudos juicios de valor que apunten a discernir hasta qué punto, en concreto, existen, en el plano de la realidad objetiva y no de la mera especulación, unos perjuicios ciertos e inminentes  --es decir, tangibles o perceptibles y además apremiantes o inmediatos--  que explican, justifican y legitiman que un acto considerado por el accionante como lesivo o potencialmente riesgoso para la incolumidad de un derecho fundamental, siga sin embargo ejecutándose.

Desde esa perspectiva, al acudir a un Juez Constitucional demandando justicia, lo de esperar era que se le aportara al decisor de turno los elementos de juicio suficientes para que, a través del trabajo fino
 que le corresponde, pudiese definir si en realidad la irresistible presencia de unos perjuicios auténticos, reales, visibles y palpables, hacía exigible de manera urgente y por lo tanto inaplazable, la continuidad de un acto cuestionado en sede de tutela.
Ahora bien, si lo que la entidad solicitante quería era significarle al Juez Constitucional es que permitirle al mandatario Departamental sancionado, continuar en el ejercicio del poder político entrañaba riesgos y lesividad al colectivo, ha debido precisar -con base en una cierta suerte de lo que al interior de la reflexión sociológica se conoce como dialéctica de lo concreto
 y que en metodología es el análisis de caso- en qué ordenes y con qué intensidad podrían estarse concretando tales peligros y menoscabos en relación con los ciudadanos electores a quienes, por impedírsele al accionante proseguir en sus funciones de Gobernador durante el resto de su período constitucional, vieron disminuido el ejercicio del poder a través suyo y, por consiguiente, comenzaron a ver disminuido uno de sus derechos políticos, los cuales -como lo advierte la Corte Constitucional
- no desaparecen en el momento de la elección, sino que se proyectan también durante todo el ejercicio. 

Por lo demás, si más allá del mensaje quizá subliminal que pudiese transmitir al colectivo el aceptar, o el soportar que un servidor del Estado con el rango del ahora accionante -cuestionado y disciplinariamente sancionado por prácticas políticas clientelares inscritas dentro del fenómeno de la corrupción- de cualquier manera la administración no se ha visto  afectada en lo principal, que es la prestación del servicio, muy pocas perspectivas de viabilidad y de éxito podía tener una solicitud como la formulada por la Procuraduría General de la Nación, en la cual el mayor de los énfasis lo puso en la abstracción “moralidad administrativa”, que no precisamente es uno de los elementos incluidos en el 2° inciso del artículo 7° del Decreto 2591 de 1991. 
Un mecanismo, pues, como el de la solicitud de continuidad de un acto pretendidamente vulneratorio, también está regido por principios como los de la legalidad, proporcionalidad y razonabilidad, y por eso, aparte de que debe ajustarse a los lineamientos claramente trazados por la ley, debe ser proporcional, es decir, debe ser el medio idóneo y adecuado para conseguir el fin que se persigue, además de ser una respuesta institucional razonable.  

No es extraño, entonces, el instituto a la dogmática de la ponderación, como método que es, propio del constitucionalismo moderno y criterio indispensable para el ejercicio de la función jurisdiccional
, pero elementos para realizarla, fueron los que precisamente no proporcionó la Procuraduría General de la Nación, inclusive por conducto de una solicitud que resulta manifiestamente inoportuna por extemporánea, si no se olvida que la medida provisoria cuyos efectos pide que se cesen, solamente extendió su alcance hasta cuando el Juez de tutela profirió la sentencia constitucional de primer grado.
Incluso habría que precisar que, en rigor jurídico, no viene a ser lo mismo “la suspensión provisional de los efectos de la sentencia de tutela T-059”, puntualmente solicitada por el Ministerio Público,  que la petición de “ejecución o continuidad  de la ejecución”, reglada por el segundo inciso del artículo 7° citado.  

Si las cosas son así, concurre entonces una razón de más para negar la solicitud que con carácter especial depreca el señor Procurador General de la Nación, en tanto el fundamento jurídico en el que apoya la petición  -que textualmente es el inciso 5°
 del artículo 7° del Decreto 2591 de 1991, y no el 1°
 ni el 2°
-  se refiere, por un lado,  a medidas cautelares que en el presente asunto perdieron su razón de ser y sus efectos jurídicos, por virtud de la sentencia de tutela de primera instancia, y por otro, a la suspensión de la sentencia misma, tema éste cuyo examen  -como ya se dijo-  es materia de  impugnación del fallo tutelar de primera instancia.
Dicho de otro modo, lo que hoy está vigente no es la medida de suspensión provisoriamente decretada respecto de las decisiones sancionatorias expedidas por la Procuraduría General de la Nación contra el accionante, sino los efectos del fallo de tutela que en primer grado profiriera el Consejo Seccional de la Judicatura del valle del Cauca. 

Es claro, entonces, que si lo que el señor Procurador General de la Nación persigue es dejar sin efectos la sentencia tutelar de primer grado  -y ese justamente es el objeto de la impugnación-  ningún sentido tiene introducir, antes de la decisión de segunda instancia, una petición de suspensión del fallo y no de las medidas cautelares, que, por un lado, en estricto sentido nada tiene que ver con el inciso 5° del artículo 7° del Decreto 2591 de 1991, y por otro, guarda relación íntima, directa, con lo que es objeto de la alzada.
1.5 Solución del caso.  

Le corresponde a la Sala resolver la impugnación del fallo de tutela proferido por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca, de fecha 23 de junio de 2010, por medio del cual concedió el amparo constitucional de tutela, como mecanismo transitorio, al señor JUAN CARLOS ABADÍA CAMPO, dejando, en consecuencia, sin efectos jurídicos los fallos sancionatorios emitidos por Procuraduría Delegada para la Vigilancia Preventiva de la Función Pública y la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación del 5 y 25 de mayo de este año respectivamente, pero a condición de que el actor acuda dentro del término de ley, a la jurisdicción contencioso administrativa, so pena de perder el fallo los efectos que hoy le amparan los derechos invocados.

Decisión. Del contenido del artículo 86 de la Carta Política de 1991 y de los abundantes desarrollos jurisprudenciales emanados de la Corte Constitucional, se desprende que la acción de tutela constituye una garantía y un mecanismo constitucional o jurídico político
 de protección, directa, inmediata y efectiva, de los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares en los casos establecidos por la ley, 

Sin duda, pues, la naturaleza exceptiva de la acción le imprime un carácter absolutamente extraordinario, en la medida en que su utilización parte del respeto legal de las jurisdicciones ordinarias y especiales, así como de las respectivas acciones, procedimientos, instancias y recursos que ante las mismas tienen que surtirse. Presupone entonces la tutela  un uso  supletivo o supletorio con carácter eminentemente subsidiario; de manera que su procedencia se restringe a la inexistencia de otros medios de defensa judicial o a la ineficacia de los mismos y  también a su utilización transitoria ante la presencia de un perjuicio irremediable.

Permite así la acción,  un efecto definitivo cuando la tutela es directa, y uno temporal, aunque igualmente  inmediato, urgente, rápido y efectivo, cuando intermedia un perjuicio irremediable, por la vía natural de un trámite sumario y preferente, hasta tanto la jurisdicción correspondiente decida el fondo del asunto.

Es entonces la propia Constitución la que impone que ésta acción procede exclusiva y excluyentemente cuando el “(…) afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable (…)”.

Respecto de la inexistencia de otros mecanismos de defensa judicial como presupuesto de procedibilidad de la acción, la Corte Constitucional ha establecido en su jurisprudencia que el afectado previamente debe haber utilizado todos los mecanismos legales puestos a su alcance para impugnar el acto que controvierte en sede de tutela,  puesto que la tutela es un mecanismo subsidiario,  no alterno de administración de justicia, ni tercera instancia para reactivar debates ya agotados en el tramite de las instancias respectivas. Los conflictos jurídicos deben, pues,  ser en principio resueltos por las vías ordinarias  -administrativas y jurisdiccionales- y sólo ante la inexistencia o inoperancia de las mismas, resulta factible acudir a la acción de amparo constitucional. 

El carácter subsidiario de la acción impone al accionante la obligación de demostrar que utilizó y puso en marcha todos los medios ordinarios de defensa ofrecidos por el ordenamiento, pero, pese a ello no le fue posible obtener la protección requerida o eventualmente no le sería posible hacerlo si lo que quiere evitar es la ocurrencia de un perjuicio irremediable. Exigencias jurisprudenciales como la que se puntualiza, subrayan la necesidad que existe, para quien pretenda actuar en sede de tutela, de haber actuado con diligencia en los procesos y procedimientos ordinarios, y de paso también indican que la falta injustificada de agotamiento de los recursos legales, puede derivar en la improcedencia de la solicitud de amparo Constitucional.

En cuanto a la impugnación de actos administrativos por vía de tutela, la Corte Constitucional ha sostenido que la regla general en la materia es la improcedencia de la acción, pues, regularmente los actos administrativos pueden impugnarse ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo; esta premisa general de improcedencia relieva una y otra vez la naturaleza subsidiaria y residual de la tutela, pues si por su naturaleza los actos administrativos pueden impugnarse ante la jurisdicción competente, no puede discutirse que en la mayoría de eventos el afectado cuenta con mecanismos judiciales alternos de defensa para controvertir, también con eficacia contextualmente entendida, las actuaciones que juzga contrarias a derecho. 

Al respecto la Sentencia T-435 de 2005
, precisó, casi didáctica y hasta pedagógicamente,  que el juez de tutela no puede actuar como juez sustituto del Contencioso Administrativo, arrogándose la facultad de decidir sobre la legitimidad o ilegitimidad de un acto de la administración. La providencia en cita señaló: “(…) Como ya se indicó siguiendo la jurisprudencia de esta Corporación, el régimen de procedibilidad de la acción de tutela contra actos administrativos, dada la existencia de mecanismos judiciales y administrativos de protección suficientemente idóneos, hace que en la mayoría de los casos, la acción de tutela sea improcedente, salvando eso sí la hipótesis de la eventualidad de un perjuicio irremediable, caso en el cual la misma adquiere connotación cautelar mientras el juez especializado en los asuntos propios de lo contencioso decide de fondo el debate jurídico respectivo (…)”.

De mucho tiempo atrás,  la Corte Constitucional ha mantenido sistemáticamente la  consistente posición jurídica de entender  -y hacer que se entienda-  la acción de tutela como un mecanismo de protección por excelencia, pero con los justos límites que para su aplicación supone la autonomía de las demás jurisdicciones, sobre todo en casos como el que se examina, en donde la aspiración fundamental consiste en que se dejen sin efectos jurídicos dos pronunciamientos disciplinarios emanados del Ministerio Público  -actos intrínsecamente administrativos por naturaleza propia- y por consiguiente susceptibles de un control contencioso administrativo, primario si se quiere, dentro de cuya dinámica también está prevista la suspensión provisional desde la admisión de la demanda, cuando en particular se trata de nulidad y restablecimiento del derecho. 
Y en punto de  esa medida provisional contencioso administrativa es que desde 1992, tiene decantado  la jurisprudencia lo siguiente:

“La atribución de suspender provisionalmente los efectos de los actos administrativos está específicamente conferida por la Constitución a la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y mal pueden interpretarse en contra de su perentorio mandato las disposiciones de los artículos 7 y 8 del Decreto 2591 de 1991, aplicables tan solo a aquellos actos contra los cuales no sea procedente dicho mecanismo, de conformidad con las reglas generales. No desconoce la Corte que la última de las disposiciones citadas, al permitir el ejercicio conjunto de la acción de tutela con las pertinentes ante la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, faculta al juez para ordenar que tratándose de un perjuicio irremediable, se inaplique el acto particular respecto de la situación jurídica concreta cuya protección se solicita mientras dure el proceso, pero es obvio que ésta norma legal parte del supuesto de que en tales casos no procede la suspensión provisional, pues resultaría innecesario, inconveniente e inconstitucional que, siendo ella aplicable para alcanzar el específico fin de detener los efectos del acto cuestionado, se añadiera un mecanismo con idéntica finalidad por fuera del proceso Contencioso Administrativo y a cargo de cualquier juez de la República, con el peligro adicional de decisiones contradictorias, máxime si se tiene en cuenta que también la suspensión provisional se resuelve mediante trámite expedito tal como lo dispone el Código Contencioso Administrativo”

Si por lo visto, entonces, el actor en el sub-lite cuenta con una vía judicial alterna de defensa de sus derechos  -la Acción de Nulidad y Restablecimiento del derecho- para atacar las decisiones emitidas el 05 y 25 de mayo de 2010, por la  Procuraduría General de la Nación y prueba con capacidad demostrativa suficiente no hay en el proceso que acredite  con plenitud fenoménica la existencia de un perjuicio de naturaleza irremediable, ningún espacio tiene un remedio extraordinario como la tutela, por más que  -por virtud de la destitución y su consecuencial inhabilidad-  el accionante no pueda ejercer el poder que el electorado le confirió ni proseguir durante un tiempo su actividad política. 

Sin embargo, siempre se ha entendido  -y esto lo reitera la Colegiatura-  que pese a la existencia de otros mecanismos de defensa judicial, la línea jurisprudencial trazada por la Corte Constitucional conviene en  que si la tutela se impetra con el fin de precaver la ocurrencia de un perjuicio irremediable, el Juez Constitucional puede admitirla de manera transitoria, mientras el asunto es resuelto por la jurisdicción competente, pero siempre y cuando concurra o exista perjuicio de tal entidad, que involucre un grave detrimento al derecho fundamental cuyo amparo se demanda y, por lo mismo, exija  medidas de neutralización urgente e impostergable
: 
En ese sentido la Corte Constitucional advierte:
“(…) 5.-  El perjuicio irremediable y sus alcances 

La Carta Política (art. 86 inc. 3o.) establece como requisito sine qua non para que proceda la acción de tutela, el que no exista otro medio de defensa judicial salvo que se trate de evitar un perjuicio irremediable. Visto está que en el presente caso -al tener que protegerse un derecho que ha sido vulnerado por la actividad de una autoridad pública-, no procede la acción popular como "otro medio de defensa judicial". Con todo, esta Sala estima indispensable analizar brevemente el tema del perjuicio irremediable.)

El género próximo es el perjuicio; por tal, de acuerdo con el Diccionario de la Real Academia de la Lengua, ha de entenderse el "efecto de perjudicar o perjudicarse", y perjudicar significa -según el mismo Diccionario- "ocasionar daño o menoscabo material o moral". Por tanto, hay perjuicio cuando se presenta un daño o menoscabo material o moral injustificado, es decir, no como consecuencia de una acción legítima. 

La diferencia específica la encontramos en la voz "irremediable".  La primera noción que nos da el Diccionario es "que no se puede remediar", y la lógica de ello es porque el bien jurídicamente protegido se deteriora irreversiblemente hasta tal punto, que ya no puede ser recuperado en su integridad. Por ello se justifica la indemnización, porque es imposible devolver o reintegrar el mismo bien lesionado en su identidad o equivalencia justa. La indemnización compensa, pero no es la satisfacción plena de la deuda en justicia.

Para determinar la irremediabilidad del perjuicio hay que tener en cuenta la presencia concurrente de varios elementos que configuran su estructura, como la inminencia,  que exige medidas inmediatas, la urgencia que tiene el sujeto de derecho por salir de ese perjuicio inminente, y la gravedad de los hechos, que hace evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales.  

La concurrencia de los elementos mencionados pone de relieve la necesidad de considerar la situación fáctica que legitima la acción de tutela, como mecanismo transitorio y como medida precautelativa para garantizar la protección de los derechos fundamentales que se lesionan o que se encuentran amenazados. Con respecto al término "amenaza" es conveniente manifestar que no se trata de la simple posibilidad de lesión, sino de la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de manera injustificada.  La amenaza requiere un mínimo de evidencia fáctica, de suerte que sea razonable pensar en la realización del daño o menoscabo material o moral.  

Al examinar cada uno de los términos que son elementales para la comprensión de la figura del perjuicio irremediable, nos encontramos con lo siguiente:

A). El perjuicio ha de ser inminente: "que amenaza o está por suceder prontamente".  Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño o menoscabo, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, que justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar algo probable y no una mera conjetura hipotética. Se puede afirmar que, bajo cierto aspecto, lo inminente puede catalogarse dentro de la estructura fáctica, aunque no necesariamente consumada. Lo inminente, pues, desarrolla la operación natural de las cosas, que tienden hacia un resultado cierto, a no ser que oportunamente se contenga el proceso iniciado. Hay inminencias que son incontenibles: cuando es imposible detener el proceso iniciado. Pero hay otras que, con el adecuado empleo de medios en el momento oportuno, pueden evitar el desenlace efectivo. En los casos en que, por ejemplo, se puede hacer cesar la causa inmediata del efecto continuado, es cuando vemos que desapareciendo una causa perturbadora se desvanece el efecto.  Luego siempre hay que mirar la causa que está produciendo la inminencia.

B). Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes, es decir, como calidad de urgir, en el sentido de que hay que instar o precisar una cosa a su pronta ejecución o remedio tal como lo define el Diccionario de la Real Academia.  Es apenas una adecuación entre la inminencia y la respectiva actuación: si la primera hace relación a la prontitud del evento que está por realizarse, la segunda alude a su respuesta proporcionada en la prontitud. Pero además la urgencia se refiere a la precisión con que se ejecuta la medida, de ahí la necesidad de ajustarse a las circunstancias particulares.  Con lo expuesto se verifica cómo la precisión y la prontitud dan señalan la oportunidad de la urgencia.

C). No basta cualquier perjuicio, se requiere que éste sea grave, lo que equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona. La gravedad obliga a basarse en la importancia que el orden jurídico concede a determinados bienes bajo su protección, de manera que la amenaza  a uno de ellos es motivo de actuación oportuna y diligente por parte de las autoridades públicas. Luego no se trata de cualquier tipo de irreparabilidad, sino sólo de aquella que recae sobre un bien de gran significación para la persona, objetivamente. Y se anota la objetividad, por cuanto la gravedad debe ser determinada o determinable, so pena de caer en la indefinición jurídica, a todas luces inconveniente.
D). La urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad. Si hay postergabilidad de la acción, ésta corre el riesgo de ser ineficaz por inoportuna. Se requiere una acción en el momento de la inminencia, no cuando ya haya desenlace con efectos antijurídicos. Se trata del sentido de precisión y exactitud de la medida, fundamento próximo de la eficacia de la actuación de las autoridades públicas en la conservación y restablecimiento de los derechos y garantías básicos para el equilibrio social.

De acuerdo con lo que se ha esbozado sobre el perjuicio irremediable, se deduce que hay  ocasiones en que de continuar las circunstancias de  hecho en que se encuentra una persona, es inminente e inevitable la destrucción grave de un bien jurídicamente protegido, de  manera que urge la protección inmediata e impostergable por parte del Estado ya en forma directa o como mecanismo transitorio (…)”. 

Desde el punto de vista, pues, de la jurisprudencia  -que no es jurisprudencia meramente indicativa, sino precedente vinculante relativo
, la Colegiatura no encuentra en el caso sometido a rastreo riguroso, la clase de perjuicio grave, actual y urgente, pero por sobre todo injusto, arbitrario y por lo mismo ilegítimo, que constituya una lesividad absolutamente inaplazable de conjurar, por las siguientes razones: 

Según los términos textuales del libelo demandatorio, el perjuicio irremediable se hace consistir  en el hecho de que la sanción impuesta implica el grave riesgo de anticiparle abruptamente la terminación del período para el cual fue elegido el demandante, en especial porque la sanción debía hacerla efectiva el Presidente de la República en el breve término de 10 días.
También el perjuicio irreversible se expresa o se refleja en la inhabilidad impuesta  paralelamente a la sanción, pues el efecto directo que desata es el de  -palabras más, palabras menos- enervarle y truncar el  ejercicio de la  actividad política durante 10 años, a un político cuyo menester vital es el desenvolvimiento en ese campo, es decir, el ejercicio del derecho fundamental a elegir,  ser elegido y moverse de acuerdo con las diversas formas de participar en el poder político.

En esa medida, la apremiante situación que le representaba la eventualidad de  unas nuevas elecciones por disposición constitucional,  en tanto le faltan más de 18 meses para la culminación de su período,  no hacía el mecanismo contencioso administrativo el más expedito y eficaz para conjurar el perjuicio irreparable engendrado por la sanción disciplinara que le impuso el Ministerio Público, al impedirle la libre y plena  participación política, en el sentido amplio de su acepción. 
Tales planteamientos fueron los que acogió la Magistrada sustanciadora en la primera instancia, mediante el tan discutido auto del 10 de junio de este año, que  admitió la demanda de tutela y suspendió las decisiones disciplinarias cuestionadas por este medio de amparo constitucional, por la vía simplista y sin mayor análisis de que “conforme lo expresa el accionante se presenta una urgencia en cuanto se dispone a penas de un término de diez (10) días para la designación por parte del Presidente de la República de quien entraría a ocupar el cargo y ello afectaría eventualmente el cumplimiento de la decisión que se tome en esta acción constitucional”.

Es evidente, pues, que la primera instancia, en primer lugar desconoció en forma inexplicable que la perentoriedad del término para el Presidente de la República cumplir con la orden impartida en la decisión disciplinaria, ya no podía atenderse, pues desde el día 8 de junio de este año, el gobierno nacional había tomado la decisión de reemplazar al mandatario departamental sancionado, profiriendo el Decreto 2061, para así cumplir el acto administrativo expedido por la Procuraduría General de la Nación. 

En esas condiciones, una medida provisoria adoptada dos días después de que la Presidencia de la República había conjurado la situación, no tenía ya los caracteres de urgencia en los que pretendió apoyarse  -y de hecho se apoyó- la Magistrada de primera instancia, y bien podría estarse, como en ocasiones lo ha señalado  la Corte Constitucional, frente a un argumento ilegítimo, quizá por disanalogía, cuando no,  ante una falsa motivación, con la circunstancia adicional  -agravante- de que lo hizo con el conocimiento pleno de que su pronunciamiento carecía de controles jurisdiccionales, es decir, de recursos ordinarios. 
En segundo lugar, no se puede decir que los términos o el tiempo que puede demandar el trámite de un proceso en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo,  sin más le allana el camino a la tutela, aunque sea en forma transitoria, pues, si existe la posibilidad real, tangible y materializable de la suspensión provisional del acto atacado, ni siquiera la lentitud y paquidermia de los procesos administrativos, puede desdibujar la inexistencia de un perjuicio irremediable, pues ya de vieja data y de manera contundente, así lo reconoce la jurisprudencia:
“(...) Las consideraciones sobre la lentitud y morosidad de los procesos administrativos no pueden conducir a la configuración de un perjuicio irremediable por cuanto el proceso judicial, en cualquiera de sus manifestaciones, requiere de un cierto tiempo, entre otras razones, por la necesidad de preservar garantías constitucionales de las partes. La congestión judicial y demoras de los procesos es una realidad innegable, que aún cuando es necesario corregir en la medida de lo posible, imponen para las partes una carga que deben asumir, salvo en los casos en que excepcionalmente la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha identificado para la defensa de los derechos fundamentales.  No puede el Juez de tutela, sin vulnerar el derecho a la igualdad y sin que realmente concurra la necesidad de evitar un perjuicio irremediable, alterar esa situación para conocer en sede de tutela, de manera anticipada y sumaria, lo que debe ser objeto de decisión por el Juez Ordinario.

En el Estado de derecho existe todo un sistema de acciones, recursos y procedimientos que se pueden interponer ante diferentes autoridades con el fin que se garanticen la eficacia de los derechos constitucionales. Por lo anterior las personas deben acudir ante la justicia ordinaria mediante el ejercicio de los mecanismos consagrados en la ley para la defensa de sus derechos, salvo que se trate de prevenir un perjuicio irremediable.  Por ello no es permitido que se utilice la acción de tutela como un instrumento paralelo para lograr la anulación de un acto, en sustitución del procedimiento existente para el efecto (…)”
.      

En tercer lugar, tampoco puede comportar per se la connotación de irremediable, una sanción disciplinaria, cuando de presentarse la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, si es que por ella opta el afectado,  puede intentarse la medida precautelativa de la suspensión provisional administrativa de los efectos de  actos sancionatorios (sin que esa petición sea un condicionante para actuar en tutela), en los términos de los artículos 152 del C. C. A. y 238 de la Carta, al autorizar a la jurisdicción de lo contencioso administrativa para “suspender provisionalmente, por los motivos y con los requisitos que establezca la ley, los efectos de los actos administrativos que sean susceptibles de impugnación por vía judicial”.
Entonces, si la suspensión provisional de los efectos de ciertos actos es de estirpe constitucional, no ve la Colegiatura la necesidad de plantearse el conflicto en sede  de tutela, pues, se repite, desde la misma admisión de la demanda administrativa puede operar el fenómeno de la suspensión, también provisional, del acto cuestionado. 

La tutela, pues, y la cautela prevista en relación con ella, no debe distorsionársela para transmutarla en instrumento fácil en orden a suplantar los procesos ordinarios, tanto más si, como sucede en el presente caso, por más giros y más argumentos con que se quiera armar un discurso,  la irremediabilidad del perjuicio no aparece por ninguna parte.
Es apenas obvio  -y ello resulta hasta de elementalidad manifiesta-  que toda intervención sancionatoria por parte del Estado, detona efectos adversos, genera restricciones y supresiones que se traducen en males, aflicciones y tragedias, por que eso es consustancial a ellas, pero no por ello tiene que afirmarse en forma paladina, por conducto además de sofísticos discursos, que se está ante lo que conceptualmente se entiende como perjuicio irremediable, de cara a la racionalidad  y la lógica de la tutela. 
Así, pues, aceptar la tesis del demandante supondría que todas las sentencias de los jueces y las decisiones disciplinarias  -porque entrañan padecimientos y limitaciones-  no tuviesen recursos ordinarios, sino el instrumento cómodo de la tutela, y ese sí que vendría a ser un entendimiento apagógico
, por no decir que retorcido, para virar el sentido de las normas y llevarlas al absurdo. 
De ahí que ni la Colegiatura ni los accionantes ni los impugnantes puedan perder de vista que un principio elemental sí es el de que las sentencias de los jueces vienen amparadas por la doble presunción de legalidad y acierto y que por eso, no es con argumentaciones ni discursos hábilmente conducidos, como se demuestra lo contrario. No se trata, pues, el ejercicio impugnatorio de la muelle tarea consistente en armar u organizar el impugnante  toda un serie de razones, muchas de su propia cosecha, para entonces sí superponerlas a las que contienen las sentencias, con la finalidad de  así abrirle espacio a una solución tan excepcional como la tutela. No se olvide que, en las cosas del derecho, quien alega la excepción debe demostrarla, pero no por la vía de amplios despliegues discursivos, sino con elementos probatorios legalmente producidos.  

La verdad, entonces, es indispensable, la existencia de prueba sumaria que ponga al Juez de amparo constitucional ante el último momento de la prueba, que es el de la valoración, en este caso, de las circunstancias demostradas acerca del perjuicio y de su irreparabilidad, a fin de evitar o morigerar la materialización de sus efectos,  investido como está de los poderes necesarios para conjurarlo en forma temporal. Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado:

“En concurrencia con los elementos configurativos que llevan a determinar que se está en presencia de un perjuicio irremediable, este Tribunal ha sostenido que, para que proceda la tutela como mecanismo de defensa transitorio, se requiere también verificar que dicho perjuicio se encuentre probado en el proceso. Sobre este particular, ha expresado la Corte que el juez constitucional no está habilitado para conceder el amparo transitorio, que por expresa disposición constitucional se condiciona a la existencia de un perjuicio irremediable, si el perjuicio alegado no aparece acreditado en el expediente, toda vez que el juez de tutela no está en capacidad de estructurar, concebir, imaginar o proyectar, por sí mismo, el contexto fáctico en el que ha tenido ocurrencia el presunto daño irreparable…

 
“La posición que al respecto ha adoptado esta Corporación, reiterada en distintos fallos, no deja duda que la prueba o acreditación del perjuicio irremediable es requisito fundamental para conceder el amparo. Por ello, ha señalado la Corte que quien promueva la tutela como mecanismo transitorio, no le basta con afirmar que su derecho se encuentra sometido a un perjuicio irremediable. Es necesario, además, que el afectado “explique en qué consiste dicho perjuicio, señale las condiciones que lo enfrentan al mismo y aporte mínimos elementos de juicio que le permitan al juez de tutela verificar la existencia del elemento en cuestión”
 

No es entonces de recibo que el Juez de tutela dé por demostrada la existencia de un perjuicio y le endose su irremediabilidad con base en argumentos carentes de sustento probatorio, cosa que  precisamente fue lo acontecido en la primera instancia, pues la decisión se basó en que la tutela procedía porque la sanción le impedía al gobernador sancionado culminar el período para el que había sido elegido popularmente y el Presidente de la República apenas disponía  de 10 días para proveer sobre su reemplazo.

En otros términos, para la primera instancia el simple transcurso del tiempo configura una afectación grave de su derecho fundamental al ejercicio de un cargo público y convierte automáticamente las esperadas secuelas de una sanción, en perjuicio ilegítimo, arbitrario, injusto y, por lo mismo, irreparable como no sea por vía de tutela. 
Una forma tal de presentación del asunto y del perjuicio  para dar por sentada la procedencia de la acción de tutela y conocer de fondo, no es otra cosa que legitimar la usurpación de funciones judiciales de las otras jurisdicciones, pues la sanción disciplinaria no es por sí misma  -lo reitera la Sala- un perjuicio de la clase que permite la utilización de soluciones de naturaleza excepcional.
La instancia, pues, se movió sobre la base de pareceres que son sólo manifestaciones subjetivas, con aroma a especulación y que resultan contrarias a las exigencias previstas por la Constitución y la ley para deducir un perjuicio de tal magnitud. No se esmeró la providencia en establecer cómo es que la suspensión provisional que pueda darse en la admisión de la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho,  no tiene la eficacia y validez que pretendió darle a su argumentación personal y no objetiva del asunto sometido a debate.

En síntesis,  cuando la situación adversa proviene de una sanción impuesta en razón de la potestad que tiene el Estado cuando vigila la conducta oficial de quienes prestan servicio público y actúan contraviniendo su deber funcional,  es en el comportamiento del propio disciplinable que reside la causa de la legítima reacción Estatal y de la situación adversa, a la que, acomodaticiamente, los interesados califican como perjuicio irremediable, por supuesto que con el telegrafiado fin de abonarle el terreno a la tutela.   
Aceptar, pues,  y en esto la Sala quiere ser enfática, que la sanción genera per se un perjuicio irremediable, es admitir que toda sanción disciplinaria debe ser tutelada para recomponer derechos que el sancionado asume como vulnerados, y  --la verdad--  ese es un entendimiento rayano en lo irrazonable, que por lo mismo no puede sostenerse. Si la Sala de algún modo se apropiara de algunos de los planteamientos que propone el profesor Carlos Bernal Pulido
, adaptándolos por supuesto a la situación concreta del ataque contra una sentencia judicial por vía de tutela, habría que decir que cuando de lo que se trata es de derrumbar el fallo ya ejecutoriado de un Juez, de cualquier orden, no es el escrutinio débil o el rational  basis-test el que debe aplicarse, sino el escrutinio estricto, en la medida en que, más allá de que las sentencias vienen amparadas por la doble presunción de legalidad y acierto, no es de cualquier manera ni con base en cualquier argumento ni afirmación retórica, que se las erige en vía de hecho tutelable.
En reiteradas oportunidades, la Corte Constitucional ha señalado que la sola imposición de sanción disciplinaria no constituye perjuicio irremediable: “…En el caso particular, la Sala considera que no se reúnen los elementos señalados para configurar el perjuicio irremediable, pues aunque los actores afirman que existe una limitación al derecho al buen nombre, y se restringe su posibilidad de acceder a cargos públicos, se ha establecido que el buen nombre es el que resulta de la propia conducta del servidor. Así este derecho no se ve afectado por la apertura o la tramitación de un proceso disciplinario, ni por la imposición de una sanción disciplinaria que se encuentra en firme, pues la percepción de la comunidad surge de los actos propios del peticionario y el ejercicio legítimo del poder disciplinario del Estado. Por eso, la apertura de un proceso disciplinario o la imposición de una sanción disciplinaria no constituyen en sí mismas un perjuicio irremediable al derecho al buen nombre…”
.
Así las cosas, al estar procesalmente establecido que el accionante podía y puede acudir a la Acción de Nulidad y Restablecimiento del derecho para atacar la decisión por medio de la cual la Procuraduría General de la Nación, le impuso sanción disciplinaria, además de no configurarse strictu sensu un perjuicio irremediable, la acción constitucional invocada se torna improcedente. 
En tal sentido, coinciden con la Colegiatura los planteamientos expuestos por la Presidencia de la República,  a través del apoderado judicial en esta acción de tutela, por lo menos cuando en la impugnación invoca improcedibilidad, evocando precedentes de la Corte Constitucional, con alusión expresa a la existencia de otros mecanismos de defensa, pues “La jurisdicción constitucional no configura, entonces, ni la tercera instancia de las demás jurisdicciones ni el mecanismo sustitutivo permanente de los jueces en el ejercicio de sus funciones; por el contrario, su finalidad es la de servir de garante de la integridad y vigencia del ordenamiento constitucional, lo cual supone conciliar la defensa del patrimonio jurídico de las personas de orden ius fundamental con respeto al ámbito de acción de las jurisdicciones constitucionales y legalmente establecidos”
.

En estas condiciones, si el fallo impugnado debe revocarse   --como se revocará--  justamente en razón de la improcedencia de la acción, los consecuenciales efectos de la revocatoria, implican ipso iure que todas aquellas actuaciones administrativas que se profirieron con ocasión de las determinaciones adoptadas por la primera instancia, pierden sus efectos jurídicos, lo cual a su vez entraña la colateral vigencia y firmeza de las decisiones sancionatorias emitidas por la Procuraduría General de la Nación, objeto de cuestionamiento por ésta vía de amparo constitucional.
Significa lo anterior, que las decisiones adoptadas por el Ejecutivo en cumplimiento de las medidas sancionatorias, recobran sus efectos jurídicos, en razón  --se repite--  de la firmeza y vigencia de los fallos disciplinarios atacados por el actor. 
Frente a las solicitudes más recientemente recibidas, específicamente aquella cursada a la Colegiatura  el 8 de julio de este año,  por el propio accionante, tiene que decirse, en punto al tema de la inspección judicial que no se practicó durante el trámite de la primera instancia, que en modo alguno se justifica su omisión por cuanto, si resultaba indispensable para decidir, bien pudo recurrirse a mecanismos que la hicieran viable, diferentes al envío del expediente  -a manera de ejemplo, la inspección directa por la funcionaria sustanciadora, o inclusive el despacho comisorio-  con lo cual en forma abierta desconoció, ella misma, lo que  previamente había decretado en cumplimiento de los derroteros trazados por la ley y la jurisprudencia.
1.6. Finalmente, planteó como materia para el análisis, la vulneración al derecho fundamental de la igualdad, pero remitiéndose a referentes o supuestos de hecho materialmente diferentes al caso que se ventila, que por esa misma circunstancia  no permiten realizar un preciso juicio de comparación. Por eso es que el caso del señor Gobernador del Departamento del Cauca, presentado como igual, no sirve como punto exacto de referencia para compararlo y concluir que hubo una desigualdad entre los iguales.
El hecho de que el accionante simplemente diga, pero no demuestre que se trata de casos iguales, no es suficiente para compararlos y extrapolar conclusiones como las que condensa en su escrito de solicitud de confirmación del fallo de primera instancia. Obsérvese que el demandante se limitó a enunciar el supuesto, pero sin describir ni acreditar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que le hagan posible a la Colegiatura cotejar los dos eventos, no sobre la base de especulaciones, sino sobre una plataforma cierta, afianzada no solo en la palabra y el discurso, es decir, en la retórica.
1.7 Otras determinaciones. En virtud de la actuación irregular acaecida en la primera instancia, en lo relativo al auto admisorio que ordenó suspender los efectos de las decisiones disciplinarias proferidas por la Procuraduría General de la Nación, contra el señor JUAN CARLOS ABADÍA CAMPO, se compulsarán copias disciplinarias y penales con destino a esta misma Sala y a la Fiscalía General de la Nación para lo de su competencia.
Así mismo es relevante para esta compulsa, que habiéndose decretado prueba fundamental para decidir de fondo una acción de tutela, como la inspección judicial al proceso disciplinario, la misma no se practicó y sin embargo ningún impedimento hubo para que la Sala Seccional decidiera con la sola valoración de las pruebas que reposaban en el expediente. Sin ella, no se ve cómo pudo determinar la indebida tipificación de la conducta  y los desvíos o abusos que asume como ciertos, sólo porque los enuncia el demandante.

Igualmente la compulsa responde  a lo irregular de comportamientos como decidir la Seccional, sobre temas que, según el representante judicial de la Procuraduría General de la Nación, no fueron alegados al interior del proceso disciplinario, v. gr: la indebida tipificación de la conducta investigada. Véanse sino, los señalamientos del Ministerio Publico al impugnar el fallo de tutela: “es imperioso que se tenga en cuenta que el señor ABADÍA CAMPO, dentro del proceso disciplinario y en ejercicio de su derecho de defensa, garantizado plenamente por el órgano de control, NUNCA MANIFESTÓ NI ALEGÓ UNA INDEBIDA TIPICIDAD CON OCASIÓN DE LA NATURALEZA DE LA NORMA COMO TIPO ABIERTO, SIN EMBARGO EL FALLO DE PRIMERA INSTANCIA SE PRONUNCIA EXTRA PETITA SOBRE DICHO TEMA”

Del mismo modo, se compulsarán copias con destino a la Contraloría General de la República,  para los fines que estime pertinentes ese órgano de control fiscal, dados los efectos que en ese orden pudiera haber producido el reintegro provisional del Gobernador.
En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE

Primero. Rechazar el recurso de queja interpuesto por el apoderado judicial de la Procuraduría General de la Nación, con ocasión de la negativa de conceder la apelación interpuesta contra el auto que dispuso la suspensión provisional de los efectos jurídicos de los fallos disciplinarios proferidos en contra del Señor JUAN CARLOS ABADÍA CAMPO, según se motivó en precedencia.      

Segundo. Negar la solicitud especial hecha por el señor Procurador General de la Nación, cuyo fin era la suspensión provisional del fallo de tutela de primera instancia, conforme los argumentos expuestos en esta providencia.
Tercero. Negar el derecho a la igualdad invocado por el actor, de acuerdo con lo expuesto en las consideraciones precedentes. 
Cuarto. Revocar la sentencia de primera instancia que amparó los derechos fundamentales invocados por el señor JUAN CARLOS ABADÍA CAMPO como Gobernador del Valle del Cauca, supuestamente vulnerados por la Procuraduría General de Nación, para en su lugar DECLARAR IMPROCEDENTE la presente acción de tutela, de acuerdo a las motivaciones de este fallo. En consecuencia, se dejan sin efecto todas aquellas actuaciones que se hubiesen proferido con ocasión del fallo tutelar de primera instancia. 
Quinto. Por Secretaría Judicial expídanse las copias a que se hizo alusión en las consideraciones de esta providencia, en el acápite de “otras determinaciones”.

Sexto. Previa notificación de esta providencia conforme los parámetros de Ley, remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
CÚMPLASE

JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
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Secretaria Judicial
� Magistrada Ponente Ruth Patricia Bonilla Vargas en Sala dual con el Magistrado Víctor Humberto Marmolejo Roldán


� Sentencia que obra a folios 446 y siguientes


� Ver folio 447 parte del fundamento fáctico descrito en el fallo impugnado


� Esta pretensión esta concebida en forma expresa a folios 34 y 35 al interior de la demanda de tutela del acá actor contra la Procuraduría General de la Nación


� Folios 52, 80 y 212, c. o. 


� A folio 287 se tiene el auto admisorio que contiene la orden cautelar, el mismo auto en que ordenó notificar al Procurador Delegado para la Vigilancia Preventiva de la Función Pública, al Procurador Auxiliar de la Sala Disciplinaria y al Procurador General de la Nación.


� Petición que obra a folios 297 al 309.


� Ver folios 318 y 319.


� A folios 330 y siguiente se tiene dicho memorial requiriendo pronunciamiento de fondo sobre petición especial


� A folios 371 y 372 se tiene el contenido de esa trascripción dentro del memorial que obra a folios 367 a 372


� Se tiene el memorial de respuesta de tutela a folios 373 a 409 


� A folios 410 y siguientes se tiene dicho memorial 


� Folios 417 al 421


� Folios 432 y 433


� A folios 501 y siguientes se tiene el memorial suscrito por el Jefe del Ministerio Público


� Junio 23 de 2010.


� La Procuraduría hizo un circunstanciado recuento analítico de lo acontecido durante el recorrido procesal disciplinario.


� Ver folios 19 y siguiente del cuaderno de segunda instancia 


� Ver cuaderno de segunda instancia


� Juan de Dios Villamil Velandia.


� El juez que conozca de la impugnación, estudiará el contenido de la misma, cotejándola con el acervo probatorio y con el fallo. El juez, de oficio o a petición de parte, podrá solicitar informes y ordenar la práctica de pruebas y proferirá el fallo dentro de 20 días siguientes a la recepción del expediente. Si a su juicio, el fallo carece de fundamento, procederá a revocarlo, lo cual comunicará de inmediato. Si encuentra el fallo ajustado a derecho, lo confirmará. En ambos casos, dentro de los diez días siguientes a la ejecutoria del fallo de segunda instancia, el juez remitirá el expediente a la Corte Constitucional


� “(…) Trámite preferencial. La tramitación de la tutela estará a cargo del juez, del presidente de la sala o del magistrado que éste designe, e turno riguroso, y será sustanciada con prelación para lo cual se pospondrá cualquier asunto de naturaleza diferente, salvo el habeas corpus (…)” (subrayado y resaltado fuera del texto). 


� Procuraduría Delegada para la Vigilancia Preventiva de la Función Pública y  Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación, respectivamente.


� A folios 40 al 52 de las copias dadas para el recurso de queja, se tiene el citado recurso de reposición y subsidiario el de apelación


� Cita las sentencias T-262 de 1998, T-215 de 2000, T-243 de 2002, T-193 de 2007 y T-161 de 2009.


� Folio 307, “el término de diez (10) días fijado por el parágrafo del artículo 172 de la Ley 734 de 2002, para hacer efectiva una sanción disciplinaria, tampoco puede ser considerado como circunstancia de urgencia...”


� A folios 61 y siguientes de las copias remitidas con el recurso de queja se tiene dicho proveído


� Ver folios  70 y siguientes de copias remitidas para el recurso de queja


� Memorial visible a folios 73 y siguientes del 17 de junio hogaño


� A folios 1 del recurso de queja se observa la presentación con fecha 23 de junio de 2010


� La Jurisdicción y la Competencia. Giuseppe Chiovenda. Editorial Leyer (pg.9)


� La Jurisdicción y la Competencia. Giuseppe Chiovenda. Editorial Leyer (pg.185)


� Reza precisamente dicho artículo “Medidas provisionales para proteger un derecho. Desde la presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere.


Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante.


La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien se hubiere hecho la solicitud por el medio más expedito posible. 


El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de conformidad con las circunstancias del caso.


El juez podrá, de oficio o a petición de parte, por resolución debidamente fundada, hacer cesar en cualquier momento la autorización de ejecución o las otras medidas cautelares que hubiere dictado


� En el auto 035 de 2007 la Sala compuesta por los Magistrados Humberto Sierra Porto, Clara Inés Vargas y  Alvaro Tafur Galvis, se consignó “sin que esto implique de manera alguna prejuzgamiento o se indique el sentido de la sentencia definitiva, es preciso que la Sala de revisión adopte medidas frente a la decisión judicial que ha sido tomada por el Juzgado Primero Civil del Circuito pues, tal como lo informa el auto que acompaña la solicitud de práctica de medida cautelar, está demostrado que el Despacho ante el cual se adelanta el proceso ejecutivo ha fijado fecha y hora para el remate en pública subasta del inmueble propiedad de la señora Gloria Rey.


En tal sentido, con el objetivo de asegurar que la decisión de fondo que ha de adoptar esta Sala de revisión no carezca de eficacia material en caso de considerar procedente la solicitud de amparo, y, especialmente, teniendo en cuenta que uno de los derechos fundamentales cuya protección se solicita es el debido proceso, supuestamente conculcado en el trámite del proceso ejecutivo; resulta indispensable ordenar la suspensión provisional de la diligencia de remate del inmueble, hasta tanto esta Corporación profiera el fallo de revisión correspondiente”


� Sentencia de tutela T-162 de 1997, Corte Constitucional


� Folios 35 y 36.


� El auto de sustanciación  --o de trámite, como lo denomina el artículo 302 del C. de P. Civil--  “no requiere motivación alguna por contraerse a disponer la realización de una actuación dentro del trámite” (El Proceso Civil Colombiano, Miguel Enrique Rojas, U. Externado, 1999, p. 221.


� Folio 287. 


� Folio 287.


� Desde el punto de vista de lo que el profesor Manuel Atienza, asume como argumentación, este tipo de razones son las que sirven para explicar el porqué de la decisión (Argumentación Jurídica, U. Externado, 1998).


� Ob. Cit., las que sirven para convencer   --al interlocutor--  de que la decisión, medida o solución que se está adoptando,  es la correcta, la justa, la proporcional, la útil, la necesaria y la adecuada. 


� 23 de agosto de 1995,  expediente de tutela N° 69568, M. P. Alejandro Martínez Caballero, en Sala de Revisión con los Magistrados Fabio Morón Díaz y Vladimiro Naranjo Mesa, suspendió provisionalmente la sentencia del Juzgado 3° Penal Del Circuito de Barranquilla, que en segunda instancia amparaba los derechos de una madre a conocer el paradero de su hija  --dada en adopción--  y a obtener su reintegro. 


La Corte Constitucional dio, por consiguiente, pleno alcance a los contenidos del artículo 114 del Decreto 2737 de 1989  --entonces Código del Menor--  que consagraba la prohibición de suministrar información respecto de procesos adelantados en relación con menores, justamente para conjurar el serio peligro que se cernía sobre el derecho a la intimidad de la menor. 


� Bien podría citarse como referente la sentencia  N° 17738, del 31 de marzo de 2004, Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, M. P. Mauro Solarte Portilla. 


� Están previstas es en normas de carácter legal: artículo 7° del Decreto 2591 de 1991.


� Ver auto  Corte Constitucional, N° 035 de 2007.


� Sentencia T-1005 de 2006: “se reconoce el derecho a participar en el ejercicio y control del poder político como fundamental y de aplicación inmediata”.


Según la sentencia C-169 de 2001, “es indiscutible que la participación es un elemento de importancia estructural para el ordenamiento constitucional Colombiano; tanto así que, de conformidad con el preámbulo y los artículos 1 y 2 de la Carta, es uno de los principios fundantes del Estado y, simultáneamente, uno de los fines esenciales hacia los cuales se debe orientar su actividad”.


Del mismo modo, en la sentencia SU-544 de 2001, advierte que la participación política se erige en “garantía para lograr amplios espacios de legitimación democrática”.


� T-1005 de 2006, citada.


� T-1005,  citada. 


� T-1005, citada.


� Ver sentencia T-443 de 1992,  Corte Constitucional.


� Sentencia T-1222 de 2001. Corte Constitucional.


� “En cuanto a la petición de que el juez de tutela declare que dentro del expediente no obra prueba alguna que permita a la entidad declarar la caducidad del contrato, se advierte que la cuestión desborda la competencia del juez constitucional, por ser asunto susceptible de controvertir ante la jurisdicción contencioso administrativa, autoridad judicial ante la cual el contratista podrá recurrir a la suspensión provisional del acto tal y como lo prevé el artículo 152 del C.C.A y como lo sugieren los jueces de instancia “( se resalta fuera de texto).


� “lo que es posible decretar en esta hipótesis es una inaplicación temporal al caso concreto, considerada la particular y específica situación en que se encuentra el solicitante, así que no recae propiamente sobre la materialidad del acto administrativo, como sí acontece con la figura de la suspensión provisional. No tiene, entonces, el alcance de la misma y, por ende, excepción hecha de la inaplicación que pueda favorecer al petente a fin de evitarle un daño irreparable, el acto administrativo como tal permanece incólume mientras no sea suspendido provisionalmente por la Jurisdicción Contencioso Administrativa o anulado por ella.


(…)


De las precedentes consideraciones se infiere que, ante acciones instauradas respecto de actos administrativos, el juez de tutela no puede asumir la facultad que le confiere la norma mencionada como una autorización de la ley para sustituir al Contencioso Administrativo en la definición sobre la validez de aquellos, ni suponer que podría suspenderlos provisionalmente pues ello representaría invadir el ámbito constitucional de dicha jurisdicción. De allí los precisos términos usados por el legislador para definir el objeto al que ha de circunscribirse la orden judicial para el evento en que prospere la solicitud de tutela transitoria” (resaltado fuera de texto).





� El derecho formulario dice relación a la sacralización  y predominio de la forma por la mera  forma.


� Ver sentencia C-243 de 2006. Corte Constitucional


� Cita traída a colación del profesor Luis Favores, por el doctrinante Carlos José Dueñas Ruiz en su libro Procedimiento en la Tutela y Control Constitucional, p. 70.


� Más o menos por el estilo del que refiere Eduard Dreher, citado por Patricia Ziffer, cuando en materia penal aborda el tema de los lineamientos para la individualización de las sanciones. 


� Karel kozik, Dialéctica de lo Concreto, México, 1967.


� Sentencia T-1005 de 2006.


� BERNAL PULIDO, Carlos, El Derecho de los Derechos, U. Externado, Bogotá, 2005, p. 97.


� “(…) el juez  podrá. De oficio o a petición de parte, por resolución debidamente fundada, hacer cesar en cualquier momento la autorización de ejecución o las otras medidas cautelares que hubiere dictado (…)” (subrayado y resaltado fuera del texto). 


� “(…) desde la presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere (…)” (subrayado y resaltado fuera del texto). 


� (…) sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere procedente para proteger los derechos  y no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante (…)”.


� No obstante que la acción es un instrumento que se mueve sobre rieles jurídicos, o procedimentales, es también un mecanismo de participación política, si los Jueces Constitucionales y los titulares de la acción no olvidan que, aparte de la protección de derechos fundamentales, sirve para controlar el ejercicio del poder por parte del Estado, es decir, constituye  --junto con la conformación y ejercicio-- una de las formas de participación en el poder.  Es, en suma y desde la perspectiva de la ciencia política, un indicador de democracia. 


� Corte Constitucional, Sala Quinta de Revisión. Sentencia T-435 de 2005, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra


� Ver sentencia T-443 de 1992. Corte Constitucional


� Sentencia T-225 de 1993 M.P. Vladimiro Naranjo Mesa


� Diego Eduardo López Medina, El Derecho de los Jueces, 6ª reimpresión, Legis, Bogotá, 2008, p. 109.


� Sentencia T-343 de 2001, Mag. P. Rodrigo Escobar Gil.


� Recuérdese que, según la propia Corte Constitucional, la hermenéutica apagógica es un método  -para nada reivindicable-  ad absurdum de interpretación.  


� Sentencia T- 436 de 2007 M.P. Rodrigo Escobar Gil


� El Derecho de los Derechos, U. Externado, Bogotá, 2005, p. 266.


� Sentencia T-954 de 2005. Corte Constitucional.





� Sentencia T-215 de 2000. Corte Constitucional aludida en el memorial de impugnación 


� Ver folio 540 en el cual se hace la afirmación por parte de quien impugnó el fallo A-quo
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